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Desde la última vez que se publicó jurisprudencia laboral en esta revista, ha pasado mucha agua bajo el 
puente. En 2008 se publicó el Acuerdo Ministerial JCHG-019-12-08 por medio del cual se implantaba la 
oralidad en los principales procedimientos administrativos laborales. El 24 de marzo de 2011 se publica la 
Ley 755 creadora del Tribunal Nacional Laboral de Apelaciones y en mayo de 2013, con la Ley 815, se 
empieza a aplicar el procedimiento judicial laboral oral. 
 
Las sentencias que se publiquen en esta sección serán sentencias del Tribunal Nacional Laboral de 
Apelaciones, máxima instancia judicial laboral en el país.  
 
En lo relativo a los nombres de las partes e intervinientes, usaremos siglas o nombres diferentes 
manteniendo la literalidad de cada sentencia. 
 
En este caso, se trata de dos sentencias sobre temas importantes: la primera, sobre el aseguramiento de 
pruebas en el proceso judicial laboral y la segunda sobre el salario. Ambas sentencias contienen el voto 
disidente de dos magistradas sobre estos temas. Cada lector/a tomará posición en el debate.    
 
 
SENTENCIA No: 305/2014           CDSO  
JUICIO No.: 001909-ORM6-2013-LB 
VOTO No.: 305/2014                                   AURA 
TRIBUNAL NACIONAL LABORAL DE APELACIÓN .  Managua,  doce de mayo del dos mil 
catorce. Las nueve de la mañana. VISTOS RESULTAS: Ante el Juzgado Quinto de Distr ito del 
Trabajo y de la Seguridad Social de Managua, compareció la señora CDSO ,  interponiendo 
demanda con acción de pago en concepto prestaciones socia les, indemnización del art . 45 C.T.  
y complemento de sa lar io mínimo en con tra de la señora AURA .  Habiéndose citado en debida 
forma para la celebración de audiencia de conci l iac ión y ju icio ; y asegurado los medios de 
pruebas pedidos. La parte demandada no compareció a la audiencia,  prosiguiendo a la real ización 
de la misma al tenor del art . 84 numera l  2 de la Ley 815 “Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Socia l”. Tenida por concluida la audiencia referida, e l juzgado a -quo dictó la sentencia 




defin it iva de las tres y veinte minutos de la tarde del veint idós de agosto del año dos mi l  trece,  
en la que declara sin lugar la demanda. Por no estar de acuerdo con dicha resolución, apeló la 
parte actora, recurso que fue admit ido y tramitado y remit idas que fueron las di l igencias ante 
este Tribunal Nacional Laboral de Apelacione s, y estando el caso para resolver; SE 
CONSIDERA: I.-  BREVE SINÓPSIS DE LOS AGRAVIOS EXPRESADOS POR LA 
PARTE DEMANDADA: De conformidad con el Art. 128 y 134 del Código Procesal del Trabajo 
y de la Seguridad Social ,  este Tribunal Nacional procederá en v irtu d del recurso de apelación 
interpuesto, a revisar el proceso en los puntos de la resolución que causen agravio a la parte 
apelante. En ta l sentido, la señora CDSO, expresa que le causa agravio la sentencia recurrida 
porque: En el considerando tercero el ju dicia l miente al referir que el la no hizo uso de los 
medios adecuados de prueba, lo que resulta no cierto al no tomar en cuenta que aportó pruebas 
test i f icales que le fueron denegadas en su admisión, por supuestamente no cumplir con el art .  
79 numeral 1 de la referida Ley 815, lo que no encaja en el caso de autos porque el la sí cumpl ió 
con la presentación en t iempo de dichas pruebas, al tenor del art . 79 numeral 2 de la mencionada 
leg is lación procesal laboral .  Alega la recurrente que las pruebas tanto test i f ica les como 
documentales, fueron indebidamente desest imadas por el juzgado a -quo bajo argumentos de 
extemporaneidad e impertinencia con el caso en cuest ión, lo que no es cierto. Por lo anterior 
pide que se revoque la sentencia recurrida y se le permita pr esentar las pruebas test i f icales y 
documentales referidas. II.-  DE LA NULIDAD COMETIDA EN EL CASO SUBJÚDICE Y 
DE LA EXTEMPORANEIDAD EN EL ASEGURAMIENTO DE PRUEBAS:  Sin mayores 
preámbulos considerat ivos, atendiendo a los agravios de la recurrente en cuanto a la decisión 
del juzgado a-quo de tener por no admit idas las pruebas documentales aportadas en el  escrito 
de anuncio de medios de pruebas presentado el catorce de agosto del dos mil  trece que rola en 
fol ios 29 al 31, tenemos que para este Tribunal Naciona l resulta técnica y legalmente imposib le 
poder hacer valoración alguna respecto de la pert inencia y ut i l idad de los referidos medios de 
pruebas documentales,  puesto que a pesar de haber sido presentados por la parte actora,  según 
se dejó razón de presentado por e l secretario receptor de la Oficina de Recepción y 
Distribución de Causas y Escritos (ORDICE) , vis ib le en el fol io 32,  los mismos no constan en el 
expediente de primera instancia, lo que es completamente incorrecto al tenor de lo estatuido 
en el art . 57 numeral 3 de la Ley No. 815, que reza: “La autoridad judicial incorporará al 
expediente los documentos depositados por las partes para su posterior admisión y 
evacuación en la audiencia de juicio.”  y el art . 125 de la Ley 260 “Ley Orgánica del  Poder 
Judic ia l que en sus partes conducentes reza: “El expediente judicial se forma con los escritos 
de las partes, actas de publicidad procesal, autos y sentencias, actas de los medios de 
prueba y todo documento que aporten las partes. Las actuaciones en el expe diente judicial 
deben observar estricto orden de fecha y las fojas o folios que lo componen, deben ser 
numerados en correcto orden. Los pedimentos que aparezcan en escritos que no observan 
orden de fecha y foliación no serán atendidos.”  Por consiguiente, este Tribunal al tomar 
nota de lo expuesto y de que en la sentencia recurrida el Juzgado A -quo estableció haber 
devuelto las documentales a la parte que las propuso cuando definió en los Vistos Resultas lo 
siguiente: “…y en cuanto a las documentales presentadas…no son pertinentes ni se 
relacionan con las pretensiones por lo que fueron rechazadas y devueltos a la parte 
demandante…”  según se lee en el fol io 37, lo que es coincidente con la grabación de la 





claramente que dichas documentales se rechazan y se le devuelven a la parte demandante que 
las propuso, actuación procesal que es totalment e inverosímil y contraria a las disposiciones 
legales ya transcritas,  de manera tal que, por el hecho de que el  Juzgado A -Quo rechace una 
prueba documental o no la admita , el lo no lo habil ita a desglosarla del expediente y mucho 
menos a devolverla a la par te, puesto que, este Tribunal Nacional perfectamente puede revisar 
tal decis ión del A-Quo y tras la revis ión de dicha documental ,  considerar lo contrario y 
admit irla, s iendo esta su facultad legal ,  por lo que en este momento, al haber desparecido la 
documental del expediente en forma anómala, es obvio que esta Superioridad se encuentra en 
la imposib i l idad de pronunciarse a l respecto, teniendo toda la razón la parte apelante,  pues al  
borrarse totalmente del expediente la documental propuesta y con el lo despo jársele el derecho 
a que dicha documental sea revisada en segunda instancia, se le está cercenando su derecho a 
probar, su derecho a la defensa, su derecho al debido proceso, todas el las garant ías 
fundamentales de todo proceso, consignadas en nuestra máxim a norma en los Arts. 34 y 160 y 
183 Cn. Por todo lo anterior, no queda más que declarar la nul idad absoluta de la audiencia de 
conci l iac ión y de juicio celebrada a las once y treinta minutos de la mañana del d ía veinte de 
Agosto del  año dos mi l trece, v is i ble en Fol ios 37 y 38 de las d i l igencias de primera instancia y 
con el lo la nul idad de la sentencia apelada. A pesar de todo lo anterior,  considera este Tribunal  
Nacional ,  que por su trascendencia en el juic io y también por razones educativas e instructiva s, 
es necesario pronunciarse sobre el otro agravio de la parte apelante, en e l cual se queja por 
cuanto el A-Quo resolvió en audiencia de conci l iación y de juicio la desest imación de las pruebas 
test i f icales con el argumento de que las mismas son extemporá neas. Al respecto considera este 
Tribunal que la Figura Procesal del Aseguramiento de Medios de Pruebas, se encuentra 
establecida en nuestra leg is lación procesal laboral por dos disposic iones de la Ley 815: Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Soc ia l  que se encuentran ínt imamente v inculadas y nunca 
ais ladas, que son,  el Art. 74 que en su parte conducente dispone: “1. El juicio se inicia por la 
demanda que deberá ser presentada ante el juzgado competente, DEBIENDO CONTENER 
AL MENOS LOS SIGUIENTES REQUISITOS :  (…) e. La solicitud de los medios de prueba 
que no tenga en su poder , de que intentará valerse en la audiencia de juicio, DEBIENDO 
solicitar aquellas pruebas que habiendo de practicarse en el mismo requieran el auxilio o 
aseguramiento del Juzgado mediante dil igencias de citación o requerimiento …;  disposic ión 
que no deja absoluta duda sobre el deber del  actor de establecer en su demanda dos situaciones 
dist intas : la sol icitud de los medios de prueba que no tenga en su poder y la sol icitud de aquellos 
medios de prueba que necesitan ASEGURAMIENTO del  Juzgado mediante di l igencias de citación 
o requerimiento, o sea que, es obl igación del demandante señalar en su escrito de demanda o 
demanda verbal ,  cuales son todas aquel las pruebas que el requiere que sean pract icadas y que 
para ta l f in necesiten ser di l igenciadas previamente a través de actos de comunicación del  
Juzgado para hacer efect iva la recabación del medio de prueba que es lo que pretende el  
aseguramiento, de forma tal ,  que al ser un requisito de admisibi l idad de la demanda s igni f ica que 
si el actor no cumple con esta carga su demanda será INADMISIBLE, no quedando duda que el  
actor debe cumpl ir con esta obligación; y luego, dicha disposic ión se conecta con lo establecido 
en el art . 79 del citado cuerpo de Ley, que reza: “ 1. ADEMÁS DE SOLICITARSE EN LA 
DEMANDA, las partes podrán pedir al órgano judicial, al  menos con diez días de 
antelación a la fecha señalada de la audiencia de juicio, aquellas pruebas que habiendo 
de practicarse en el mismo, precisen dil igencias de citación o requerimiento , sin perjuicio 




de su admisión y práctica en su fase probatoria. El órgano judicial accederá a esa previa 
petición si la estimare fundada, no exorbitante y además, relacionada con su objeto, 
pudiendo denegarla por estas causas, s in perjuic io de que sean de nuevo propuestas, 
admitidas y practicadas durante el juicio o acordarlas en dil igencia final, una vez 
concluido el mismo; y 2. Con al menos cinco días de anticipación a la audiencia de juicio 
ambas partes deberán anunciar los medios de pr ueba de que intentarán valerse, s in 
perjuicio de que puedan aportarse en la audiencia otras pruebas que tengan la calidad de 
sobrevenidas. En ambos casos su admisibil idad será resuelta por la autoridad judicial en 
la audiencia de juicio en función de su pe rtinencia para el l itigio.” De lo antes transcrito , 
conviene aclarar desde un inicio , que esta f igura del Aseguramiento de medios de pruebas 
contemplada así en la Ley No. 815: Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Socia l no 
t iene la más mínima conexidad con la f igura procesal del Aseguramiento de Medios de Pruebas 
que abordan los Tratadistas y Doctrinarios de Derecho Procesal y que otras leg is laciones 
procesales establecen basados en la necesidad de adoptar medidas encaminadas a impedir que 
se desvirtúe o se pierda la prueba o que su práct ica se haga imposib le, s ituación totalmente 
dist inta de la regulada en nuestro Código Procesal antes referido (Ley No. 815) que fundamenta 
el aseguramiento en otro supuesto totalmente diferente como son  aquellas pruebas que 
habiendo de practicarse en el mismo, precisen dil igencias de citación o requerimiento ,  de 
lo que se desprende que a l caso presente no le son apl icables los criterios doctrinales n i de 
derecho comparado establecidos sobre la f igura del aseguramient o de medios de pruebas. Hecha 
esta aclaración, tenemos que del contenido de las disposic iones procesales antes transcritas , se 
desprende en primer lugar, que el Actor t iene una segunda oportunidad para asegurar sus medios 
de pruebas, esto es, que aquellos medios de pruebas que no solic itó en la demanda puede 
asegurarlos al menos diez días antes de la celebración de la audiencia de conci l iación y de juicio,  
y correlat ivamente, e l  demandado, t iene inobjetablemente que cumplir con esa carga en este 
últ imo periodo, es decir, a más tardar d iez días antes de la celebración de la audiencia de 
conci l iac ión y de juicio. En segundo lugar, se reitera en ta l norma, lo ya f i jado por el Art. 74 
inciso e) , en el sentido de que la razón legal para que se tenga que Asegurar un medio de prueba, 
es que éste precise di l igencias de citación o requerimiento ,  s iendo este el único criterio que 
la ley f i ja para determinar si debe o no asegurarse e l medio de prueba y no otro que no sea e l  
contemplado en las c itadas normas. Y se desprende además, que el  citado art ículo, contiene dos 
obligaciones de ley para las partes l it igantes a f in de asegurar que para la fecha de la celebración 
de la audiencia de concil iación y juicio, cuenten con los medios de pruebas necesarios para su 
desahogo y posterior valoración en la sentencia, ta les obligaciones son dos: primero: la del  
numeral uno del  art . 79 que plantea la obligación de aseguramiento de los medios de pruebas,  
que deberán de sol icitarse con a l menos diez días antes de la celebración de la a udiencia, s í  y 
solo sí ,  el l it igante necesite que se vayan a evacuar medios de pruebas que requieran citaciones 
o requerimientos, como en el caso de la exhib ic ión de documentos, declaración de parte,  
test i f icales y de las declaraciones de peritos, al  tenor  de los arts. 57,  59,  62 y 67 
respect ivamente, que son medios de pruebas que obviamente calzan en el supuesto establecido 
en las normas ya transcritas, de requerir di l igenciarse a través de previas citaciones o 
requerimientos, por lo tanto necesitan ser as egurados; ahora, en el segundo supuesto contenido 
en el numeral  dos del art .  79, se plantea la obligación general de que ambas partes anuncien con 





van a valer, esto obviamente involucra a cu alquier medio de prueba, que haya requerido o no 
aseguramiento a l tenor del numeral 1 del art . 79, pero obviamente si ya fueron Aseguradas no 
requieren anunciarse, estando esto referido principalmente a la prueba documental ,  misma que 
además de anunciarse deberá depositarse en el despacho judic ia l cinco días antes de la audiencia , 
sea que se ofrezcan f ísicamente o se propongan para ser exhibidos por la parte empleadora,  
todo esto según lo disponen los numerales 2º y 3º del Art. 57 de la referida Ley No. 815. Ahora 
bien,  debemos dejar c laro s i ¿esta obl igación de Asegurar medios de pruebas es para las dos 
partes? Indudablemente que sí ,  en primer lugar por apl icación del  princip io de igualdad que es 
una derivación en materia procesal de esa Garantía Constitucional  establecida en el Art.  27 de 
nuestra Constitución Polít ica que establece: “Todas las personas son iguales ante la ley y 
tiene derechos a igual protección… El Estado respeta y garantiza los derecho s reconocidos 
en la presente Constitución a todas las personas que se encuentren en su territorio y estén 
sujetas a su jurisdicción .” ,  Garant ía que además es establecida en Instrumentos Internacionales 
recogidos en el Art. 46 de nuestra Carta Magna, as í la  Declaración Universal de Derechos 
del Hombre  establece en su Artículo 7 lo siguiente: “Todos son iguales ante la ley y tienen, 
sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual 
protección contra toda discriminación que inf rinja esta Declaración y contra toda 
provocación a tal discriminación.”  La Convención Americana de Derechos y Deberes 
del Hombre  en su Artículo I I  establece: “Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen 
los derechos y deberes consagrados en esta de claración sin distinción de raza, sexo, 
idioma, credo ni otra alguna.” .  En el mismo sentido el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos dispone en su Artículo 2 lo siguiente: “1. Cada uno de los Estados Partes 
en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que 
se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos 
en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
polít ica o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social…”  Y en su Art ículo 3 reza: “Los Estados Partes en el 
presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce 
de todos los derechos…” .  Este DERECHO DE IGUALDAD es reforzado por las Garant ías del  
DEBIDO PROCESO y TUTELA JUDICIAL EFECTIVA consignados en el Art. 34 Cn. , mismo que 
ha s ido modif icado en las recientes REFORMAS CONSTITUCIONALES  que se han 
materia l izado en nuestro país mediante la Ley No. 854: LEY DE REFORMA PARCIAL A LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA ,  publicada en el 
Diario Ofic ia l La Gaceta Número 26 del día 10 de Febrero del 2014, que dispone ahora en lo 
conducente: “Toda persona en un proceso tiene derecho, en igualdad de condiciones al 
debido proceso y a la tutela judicial efectiva y, como parte de ellas, a las siguientes 
garantías mínimas: (…) 4) A que se garantice su intervención y debida defensa desde el 
inicio del proceso o procedimiento y a disponer de tiempo y medios adecuados para su 
defensa … Las garantías mínimas establecidas en el debido proceso y en la tutela judicial 
efectiva en este artículo son aplicables a los procesos administrativos y judiciales.” ,  por 
lo que no queda ahora duda de que estas Garant ías ya no son exclusivas del proceso penal ,  sino 
que se apl ican a todo t ipo de procesos, incluyendo este de la materia laboral .  Por lo tanto, si 
el Demandante está OBLIGADO por que es un requisito de su demanda, a Asegurar sus medios 
de pruebas , por razones de igualdad, el Demandado también lo debe estar, pues no se puede 




concebir en el proceso ningún viso de desigualdad y menos en este t ipo de juicios en los que se 
discuten derechos sociales y humanos como el tan sensible e indispensable Derecho al Trabajo 
y las prestaciones y derechos que de él se derivan, que son de orden público y son Garant ías 
Mínimas e Irrenunciables según los Principios Fundamentales del  Código  del Trabajo, siendo 
inconcebible que el demandante tenga que asegurar todos sus medios de pruebas porque es un 
requis ito de la demanda y el demandado esté exonerado de tal carga lo que obviamente 
constituiría un proceso desigual ,  discr iminatorio y vulnera dor de todas las garantías del DEBIDO 
PROCESO y de la TUTELA JUDICIAL EFECTIVA contenidas en el  Art . 34 Cn. ya antes referido,  
debiendo aclararse además que, la obligación de asegurar medios de pruebas para las dos partes 
es para todos los medios de prueba s que requieran di l igencias previas de citación y 
requerimientos, que es el supuesto en el cual está fundamentado la razón de asegurarlas, y no 
en ninguna otra razón, tal como lo f i jan los Arts . 74 y 79 de la Ley No. 815 en las partes ya 
transcritas , que d isponen como supuesto juríd ico para obl igar a l aseguramiento, que dichas 
pruebas precisen di l igencias de citación o requerimiento, por lo que las partes no pueden 
discrecionalmente decidir que pruebas aseguran y que pruebas no, de tal forma que no basta 
que simplemente las anuncien conforme el  numeral 2º del Art.  79 ya referido y luego las 
presenten al Juzgado el día de la audiencia s in necesidad de asegurarlas, pues a l contrario, si  e l 
medio de prueba requiere de citación o requerimiento previo, debe ser a segurado siempre y sin 
excepción, so pena de declararse inadmisible, pues la normas antes referidas así lo señalan 
mandatoriamente y e l las no hacen ninguna excepción ni dejan margen a la d iscrecional idad. 
Verbigracia : No puede la parte, cualquiera que sea,  solamente anunciar la prueba test i f ical  y 
luego presentarse con sus test igos al  Juzgado el día de la audiencia s in necesidad de que el  
Juzgado haya citado a tales test igos. Tal s ituación no puede ocurrir, porque en primer lugar la 
test i f ical es una de las  pruebas que requiere de citac ión por el funcionario judicial ,  y en segundo 
lugar, porque el rector del proceso es e l Juez no las partes, no estando los procedimientos a l  
arbitr io de las partes,  todo sin perjuicio de que las partes interesadas en la prueba  puedan 
colaborar en l levar al  test igo a l juzgado, pero no a cualquier test igo s ino a aquel que ha sido 
previamente asegurado y que el Judic ia l ha mandado a citar . Admit ir ta l supuesto const ituiría 
además de un descontrol procesal ,  la posible ventaja de un a de las partes sobre la otra en cuanto 
a sus mecanismos de defensa, no siendo esto lo que pretende el DERECHO AL DEBIDO 
PROCESO que dispone nuestra Constitución Polít ica en la norma ya referida. De todo lo 
anterior se desprende entonces, que siendo una ob ligación de las partes la de Asegurar los 
medios de prueba oportunamente, el demandante en su demanda o diez d ías antes de la audiencia 
de concil iac ión o de ju icio , y e l demandado diez d ías antes de dicha audiencia, la sanción por no 
cumpl ir con dicho requ is ito, es la de declarar la inadmisib i l idad de todo medio de prueba de los 
requieren aseguramiento que no sean asegurados en ta les momentos procesales, puesto que ta l 
antic ipación, además del propósito de que se emitan las citaciones y requerimientos, t ien e la 
f ina l idad de que la otra parte cuente con el t iempo suf ic iente para preparar su defensa, lo que 
no se garantizaría en caso de que la prueba sea propuesta ya vencidos tales términos. Así las 
cosas, tenemos que al  revisar el caso de autos, nos encontram os con que: 1. -  La audiencia de 
conci l iac ión y ju ic io fue f i jada para celebrarse el día veinte de agosto del dos mil trece, mediante 
auto de las once y treinta minutos de la mañana del veint inueve de jul io del año dos mil  trece 
visib le en el fo l io 7 del cuaderno de primera instancia, que le fuera noti f icado a las partes el  





pruebas debió ser a más tardar el día ocho de Agosto del dos mi l  trece, pues d icho término se 
cuenta desde la fecha f i jada para la audiencia,  hacia atrás, en la misma forma en que se computan 
los términos en días hábi les según el Art. 23 de la precitada Ley No. 815; 2. -La actora presentó 
escrito en fecha nueve de agosto del dos mil trece, p idiendo que se le aseguraran las pruebas 
test i f icales de las señoras METH, IEMS y MOB, así como la declaración de parte de la demandada 
señora AURA. Por lo tanto, es notorio que dicho escrito de aseguramiento de pruebas fue 
presentado extemporáneamente, pues fue interpuesto hasta nueve días antes de la audiencia de 
conci l iac ión y de ju ic io, y no diez, a como señala la norma citada (art . 79 de la Ley 815) ,  siendo 
entonces acertado el  pronunciamiento del  A -Quo en cuanto a declarar inadmisib les dichos 
medios de pruebas, debiendo quedar claro además, que por el hecho de que el Juzgado A -Quo 
haya ordenado el aseguramiento de tales medios de pruebas, no signif ica que los mismos hayan 
sido admit idos, pues la admisión es h asta en la audiencia de concil iación y de ju ic io, teniendo el 
Juzgador toda la potestad de declararlos as í ,  tal como efect ivamente lo hizo. CONCLUSIÓN: 
En base a todo lo antes considerado, lo que cabe es declarar con lugar e l presente recurso de 
apelación, declarándose nula la audiencia de conci l iación y de juicio por las razones dadas, y 
siendo que el A-Quo ya d ictó sentencia def init iva debe separarse de l conocimiento de la causa 
conforme al art . 339 numeral 5º Pr. ,  para trasladarla al subrogante que en derecho corresponda,  
quien deberá dictar auto en el cual programe la celebración de la audiencia de concil iac ión y de 
juicio con todas sus partes, debiendo recabar en dicha audiencia la prueba que a la fecha ya fue 
ofrecida en t iempo, en este caso la documental ,  quedando prevenida la parte actora desde ya y 
a través de la presente sentencia , que deberá presentar cuanto antes ante el Juez en que se 
radique la causa, antes de la celebración de la audiencia ya referida, las documentales que 
presentó en su momento oportuno y que le fueron devueltas por el Juzgado A -Quo, a f in de 
que sean incorporadas al expediente,  no así en el caso de la prueba test i f ica l y de declaración 
de parte que como ya se di jo fue ofrecida extemporáneamente y por tanto es inadmisible ,  
debiendo f i jarse además, que los términos para asegurar y anunciar medios de pruebas no corren 
nuevamente pues éstos ya transcurrieron,  debiendo solamente s ubsanarse la audiencia de 
conci l iac ión y de ju ic io que es la declarada nula por las razones ya f i jadas. POR TANTO: En 
base a lo considerado, disposiciones legales citadas y Arts. 129, 158, 159 Cn., Ley No. 815,  
Arts. 120, 128,  134,  Código Procesal del Trab ajo y de la Seguridad Social ,  1 y 2 LOPJ, este 
Tribunal ,  RESUELVE: I . -  Ha lugar al Recurso de Apelación interpuesto por la señora CDSO, 
en contra de la sentencia def in it iva de las tres y veinte minutos de la tarde del veint idós de 
agosto del año dos mil trece dictada por e l Juzgado Quinto de Distrito del Trabajo y de la 
Seguridad Social de Managua. En consecuencia, se declara la nul idad absoluta de la audiencia de 
conci l iac ión y de juicio celebrada a las once y treinta minutos de la mañana del d ía veinte de  
Agosto del año dos mil trece, que corre en acta vis ible en Folios 37 y 38 de las di l igencias de 
primera instancia , inc lusive en adelante. I I . -  Por haber emit ido opinión el juez a -quo deberán 
pasar las di l igencias al  juez subrogante, a f in de que éste proc eda conforme se le ordena en la 
parte f ina l del Considerando II  de la presente sentencia . I I I . -  No hay costas. Disentimiento de 
las Magistradas, Doctoras ANA MARÍA PEREIRA TERÁN y MARIBEL MENA MALDONADO: “ Las 
suscr i tas Magistradas d is ienten de las cons ider ac iones y resoluc iones de mayor ía , por cuanto en esta 
sentenc ia se confunde o entremezcla la f igura del aseguramiento  de medios de pruebas ,  con e l 
anuncio de pruebas ,  ambas inst i tuciones procesa les enunc iadas en e l art .  79 de la Ley 815 CPTSS,  
hac iendo af i rmaciones temerar ias ,  como la que citamos textua lmente : “ …De lo antes transcrito, 




conviene aclarar desde un inicio, que esta figura del Aseguramiento de medios de prueba 
contemplada así en la Ley No. 815: Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 
no tiene la más mínima conexidad con la figura procesal del Aseguramiento de Medios de 
Prueba que abordan los Tratadistas y  Doctrinarios del Derecho Procesal y que otr as 
legislaciones procesales establecen…”  (Negr i l la y subrayado de las suscr i tas) .  En razón de la 
categór ica af irmación de la mayor ía , procede que nos preguntemos:  ¿ A qué doctrina procesal 
laboral se refiere la Ley N° 815 CPTSS como criterio de aplicación d e normas procesales, 
en el art. 3 del Código literal a) del CPTSS? ¿Será que Nicaragua se aplican figuras 
procesales híbridas, autónomas y ajenas a las instituciones reguladas en el derecho 
comparado y la doctrina científ ica internacional? ¿Acaso la novísi ma Ley No. 815 CPTSS 
no fue inspirada en base a figuras e instituciones procesales ya establecidas en el derecho 
comparado y abordadas por la doctrina internacional? ¿Se desconoce que en la creación 
de la Ley N° 815 CPTSS se contó con la intervención de co nsultores internacionales 
especialistas en materia procesal? ¿Qué sucederá cuando entre en vigencia el Código de 
Procedimiento Civil (oral), norma supletoria procesal conforme lo establece el art. 4 de 
la Ley N° 815 CPTSS y se aborde de forma correcta la i nstitución del aseguramiento de 
medios de prueba, es decir, de forma totalmente distinta a como lo está entendiendo y 
aplicando la mayoría en esta sentencia? La respuesta a estas interrogantes ayudan a entender  
mejor en qué cons is te la f igura procesal de a seguramiento de medios de prueba y cómo debe apl icarse 
en los nuevos procesos orales ,  lo  que se procede a exp l icar de forma detal lada: La Ley N° 815 CPTSS 
en su art .  3 establece una escala normat iva respecto a cr i ter ios de apl icac ión de las normas procesa l es , 
“Art. 3 Criterios de aplicación de las normas procesales  Para apl icar las normas procesales se 
tendrán en cuenta los cr i ter ios conforme a l s iguiente orden : a. El derecho y la doctrina procesal 
laboral ;  b .  La jur isprudencia de l Tr ibunal Nacional Labora l  de Apelac ión ; y c.  La interpretación 
analógica .” (Negr i l la y  subrayado de las suscr i tas) .  S igu iendo este orden de ap l icación , resulta 
imperat ivo ap l icar en pr imer lugar el  “derecho y la doctrina procesal laboral” que v iene a ser  
fuente de interpretación p r imar ia de las normas y base de la “jur isprudenc ia que d icte el  Tr ibunal 
Nacional Labora l de Apelac ión” la cual debe ser acorde a la ley y a la doctr ina y no al contrar io como 
en e l caso de autos , en las que se hace una interpretac ión divorc iada o a is lada de la misma. Ta l  
cons ideración lega l just i f i ca la importanc ia de acudir a la doctr ina para entender  y apl icar  
correctamente estas f iguras procesales que abordamos a cont inuación:  En cuanto a l aseguramiento: 
Según e l Dicc ionar io Jur íd ico Elementa l de Gui l le rmo Cabanel las de Torres , aseguramiento es : “…Lo 
que sirve de salvaguardia, garantía o preservación…” El aseguramiento, s ign if ica:  salvar ,  
salvaguardar , garant izar o preservar  la demostrac ión de la verdad de una af irmación de la ex is tencia 
de un hecho. Presupone la propos ic ión ant ic ipada de l medio de prueba cuya práct ica en el momento 
de la v is ta se puede asegurar ; las partes  pueden sol ic i tar al juez que esté conociendo el asunto la 
adopc ión de las medidas que est ime pert inentes y adecuadas para proteger o conservar las fuentes  
de prueba relevantes para el las .   El Jur is ta Español José María Asencio Mellado ,  a l  abordar esta 
f igura, nos i lustra : “…El aseguramiento de la prueba consiste en la adopción de medidas 
dirigidas a evitar que, l legado el momento de su práctica, ésta pueda verse frustrada ante 
eventuales circunstancias, desde por el mero transcurso del t iempo hasta por actuaciones 
de la contraparte o de terceros que pudieran impedir o poner en peligro la posibil idad de 
su práctica al menos de forma fiable. Dadas las características del aseguramiento de la 





pues en caso de que sean personales lo más pertinente será su práctica anticipada. Con 
estas medidas se pretende mantener o constituir una situación adecuada para que en el 
momento que corresponda, pueda practicarse la prueba sin mermas, obstáculos o 
impedimentos.”. Según la doctr ina, para que pueda e l aseguramiento de pruebas ser aprobado por  
el juez, la so l i c i tud deberá cumpl ir  con los s iguientes requis i tos :  1. Que la prueba que se pretende 
asegurar sea pos ib le ,  pert inente y út i l  a l  t iempo de proponer su aseguramien to . 2. Que haya razones 
o mot ivos para temer que, de no adoptarse las  medidas de aseguramiento , puede resu ltar impos ib le 
en el futuro la práct ica de la prueba. 3. Que la medida de l aseguramiento que se propone,  u otra 
dis t inta que con la misma f inal idad es t ime prefer ib le el juez , pueda reputarse conducente y l levarse 
a cabo dentro de un t iempo breve y s in causar  per juic ios graves y desproporc ionados a las personas 
impl icadas o terceros . 4. Para dec id ir  sobre la adopc ión de las medidas de aseguramiento de un a 
prueba, e l juez deberá tomar en cons ideración y podrá aceptar e l  eventua l ofrecimiento que el  
sol i c i tante de la medida haga prestar garant ía de los daños y per ju ic ios que la medida pudiere i rrogar . 
5. También podrá e l juez acordar , mediante prov idencia , en lugar de la medida de aseguramiento , la  
aceptación del of recimiento que haga la persona que habr ía de soportar la medida a prestar ,  caución 
bastante para responder de la práct ica de la prueba cuyo aseguramiento se pretenda. La pos ibi l idad 
de asegurar  medios de prueba ,  se encuentra in ic ia lmente inc lu ida en los supuestos del  art .  74 
Inc iso e) de la Ley N° 815, el cua l estab lece que en la demanda deberá hacerse “ La solicitud de 
los medios de prueba que no tenga en su poder , de que intentará valerse en la audiencia 
de juicio, debiendo solicitar aquellas pruebas que habiendo de practicarse en el mismo 
requieran el auxilio o aseguramiento del Juzgado mediante dil igencias de citación o 
requerimiento…”  (subrayado de las suscr i tas) ,  pero no como f igura única , s ino  que aquí  caben 
también otras f iguras procesales como es  la so l i c i tud de  práctica de prueba anticipada, contenida 
en el  art .  80, 1) :  “Las partes podrán solicitar en la demanda o en escrito posterior,  presentado 
hasta d iez d ías antes  de la fecha señalada para la audienc ia de ju ic io ,  la práctica anticipada de 
alguna prueba  cuando exista el temor fundado de que, por causa de la salud o ausenc ia de las 
personas o estado de las cosas , no podrán real izarse en e l momento de la audienc ia de ju ic io ;” 
(subrayado de las suscr i tas) ,   inc luyéndose en éste art ícu lo la pos ibi l idad de práct ica ant ic ipada de 
prueba documental o la propos ic ión y práct ica de la prueba sobre medios cient í f i cos ,  tecno lógicos o 
electrón icos en cal idad de aportac ión ant ic ipada (art .  69 CPTSS) ; o,  la  sol ic i tud de aquellos medios 
de prueba que el demandante no tenga en su poder .   Por tanto la so l i c i tud de adoptar medidas  
para asegurar medios de prueba, es excepcional, sol i c i tud que pueden hacer a l juzgado 
cualquiera de las partes  con a l menos diez d ías de ant ic ipac ión a la audienc ia de conc i l iación y ju ic io ,  
según lo mandata e l art .  79 numera l 1) de la Ley 815 CPTSS (art ículo que también aborda e l anunc io 
de los medios de prueba en el numera l 2) :  “Aseguramiento y anuncio de medios de prueba 1. 
Además de solicitarse en la demanda, las partes podrán pedir al órgano judicial, al  menos 
con diez días de antelación a la fecha señalada de la audiencia de juicio, aquellas pruebas 
que habiendo de practicarse en el mismo, precisen dil igencias de citación o requ erimiento, 
sin perjuicio de su admisión y práctica en su fase probatoria…”.  S iendo coherente con lo 
estab lecido por la doctr ina, e l juez debe ser cauteloso a l ap l icar la medida de aseguramiento y acceder 
a dicha pet ic ión “.. .s i  la estimare fundada, no exorbitante y además, relacionada con su 
objeto, pudiendo denegarla por estas causas, s in perjuicio de que sean de nuevo 
propuestas, admitidas y practicadas durante el juicio o acordarlas en dil igencia final, una 
vez concluido el mismo…”  (Art .  79 numera l 1 ) Ley 815 CPTSS) . Todo lo anter ior es co inc idente y 




armónico con e l cr i ter io vert ido por los doctores Iván Escobar Fornos, Aníbal Ruiz Armijo e Iván 
Escobar Aguilar en su “Estudio Preliminar del Anteproyecto de Código Procesal Civi l  de la 
República de Nicaragua”, Editorial SENICSA ,  páginas 28-29, qu ienes ahondando sobre la f igura 
del aseguramiento , nos i lustran : “10. Aseguramiento de pruebas. Las medidas de 
aseguramiento de pruebas se pueden pedir antes de la iniciación del proceso o durante el 
mismo. Se piden para evitar que la conducta humana (de la contraparte o de terceros) o 
acontecimientos naturales, se pueden destruir o alterar objetos materiales o estados de 
cosas y resulte imposible practicar una prueba relevante, o carezca de sentido proponerla. 
La solicitud se dirige a través de la oficina de distribución de causas de la secretaría del 
juzgado que se considere competente para el conocimiento de la pretensión principal. 
Durante la tramitación del aseguramiento lo pueden pedi r cualquiera de las partes. Las 
medidas de aseguramiento serán las que a juicio del juez, permitan conservar cosas o 
situaciones o hacer constar fehacientemente su realidad y características, dirigiendo 
mandatos de hacer o no hacer, cuyo incumplimiento es sancionado con responsabilidad 
penal. Las medidas no las señala el Anteproyecto, y se deja a criterio del juez decretarlas, 
dada la amplitud de fuentes y objetos de prueba. Para que el juez acceda a conceder las 
medidas de aseguramiento es necesario que ap arezcan como posibles, pertinentes y útiles 
al t iempo de presentar la solicitud, y haya motivo para temer que de no adoptarse las 
medidas, puede resultar imposible la práctica de la prueba en el futuro. La medida de 
aseguramiento decretada antes del juicio , perderá su valor, s i  la demanda no se 
interpusiera en el plazo de treinta días desde su adopción, salvo prueba de fuerza mayor 
o caso fortuito. La medida de aseguramiento no supone la práctica de prueba 
anticipada.”, todo lo cua l está relac ionado con los  cr i ter ios doctr ina les internaciona les ya c itados . 
En cuanto a l anuncio de los medios de prueba (art .  79, 2) ,  CPTSS) : “2. Con al menos cinco 
días de anticipación a la audiencia de juicio ambas partes deberán anunciar los medios 
de prueba de que intentarán valerse, s in per juic io de puedan aportarse en la audienc ia otras 
pruebas que tengan cal idad de sobreven idas . En ambos casos su admis ib i l idad será resue lta por la 
autor idad judic ia l en la audiencia de ju ic io en func ión de su pert inenc ia para e l l i t ig io .” ,  esta f igura 
es un mandato procesal  genera l para las partes , de comunicar  aquel los medios de prueba que t ienen 
en su poder y que las harán valer en e l ju ic io ,  s in neces idad de intervención de l Juzgado para garant izar  
su evacuación en la audienc ia de ju ic io ;  es decir ,  son aquel las pruebas que están en poder  de las 
partes y que por  esta razón no neces itan aux i l io o requer imiento de parte de l juzgado (E j . :  prueba 
documenta l que obre en poder de las partes) .  Consecuente con lo expresado es imperat ivo hacer una 
separación de lo que s ign if i ca e l l lamamiento de “c itac ión” ordinar ia de medios de prueba a la 
audienc ia de ju ic io ,  de lo que es e l “requer imiento o c itación” exig ido para e l aseguramiento de prueba,  
los que const i tuyen dos  aspectos d is t intos , y  como tal deb en ref le jarse; e l  pr imero es lo ord inar io,  a 
pet ic ión de parte el juez hace la c i tac ión de los  medios de prueba ofrec idos por las partes : “tes t i f i ca l ,  
per ic ia l ,  interrogator io de parte, etc. ;  lo segundo es extraord inar io ,  es  dec ir  e l cumpl imiento de una 
circunstancia espec ia l :  “neces idad de asegurar  la prueba”, que ex ige un l lamamiento , “citación o 
requer imiento espec ia l” .   Ahora b ien, en el  caso de autos , e l  juez A -quo confundió la f igura del  
“aseguramiento” con el “anuncio” desde e l auto de admis ión de la  demanda que cont iene una 
“prevenc ión de asegurar”, lo cua l no es correcto, ya que como expl ica la doctr ina el aseguramiento 
es una medida de carácter excepcional  que procede a sol i c i tud de cualqu iera de las partes , para 





procesa l ,  ya que s i  la misma parte puede garant izar la práct ica o desahogo de la prueba en ju ic io ,  no 
es necesar io que sol ic i te aseguramiento alguno. Por e jemplo, s i  las partes t ienen la pos ib i l idad de 
l levar la prueba e l d ía del ju ic io y la anunc iaron dentro del término de hasta cinco días anter iores a 
la audiencia de ju ic io ,  no t iene n ingún sent ido obl ig ar la a asegurar d ichos medios de prueba con diez 
días de ant ic ipac ión, a como s í ocurre en caso de que exista temor fundado de que d icha prueba (que 
no está en poder de la parte) ,  no se vaya a evacuar por eventua les c i rcunstancias , desde por  el mero 
transcurso de l t iempo hasta por actuaciones de la contraparte o de terceros que pudieran impedir o 
poner en pe l igro la pos ibi l idad de su práct ica,  como ya exp l icamos en la parte in ic ia l  de es te voto 
dis idente , s iendo estos supuestos en los que precisamente es do nde cabe la sol i c i tud de aseguramiento 
de d ichos medios de pruebas ; d icho de otra forma, e l aseguramiento no opera de manera 
indiscriminada y única  para todas las pruebas que requieren “ci tación” o “requer imiento” a como 
erróneamente p lantea la mayor ía, lo  que ser ía admit ir  la idea de que las partes no t ienen en su poder  
ningún medio probator io ,  lo cua l es un desat ino jur íd ico -procesa l ,  e l  cual t iene la ún ica consecuenc ia 
de causar indefens ión entre las partes y v io lación al deb ido proceso, ya que los jud ic ia les dec lararán 
la extemporaneidad de l  medio de prueba por “no haber s ido asegurado con diez d ías de ant ic ipación 
a la audiencia de ju ic io”, lo que no t iene n ingún sent ido lóg ico, ni  práct ico, cuando las mismas partes 
se encargan de l levar  esos medios de prueba a la audienc ia de ju ic io s i  cumpl ieron con la ob l igac ión 
procesa l de anunciar los .  El CPTSS en secuencia lóg ica d ispone actos procesa les en mater ia probator ia 
prev ios a la audiencia de conc i l iac ión y ju ic io como son la pos ib i l idad de que las par tes  p uedan 
proponer : a) el aseguramiento de pruebas  al menos con diez días  de antelac ión a la fecha señalada 
de la audienc ia de ju ic io (art .79 , 1) ;  b) la sol i c i tud de práct ica de prueba anticipada ,  hasta diez 
días  antes de la fecha señalada para audienc ia de ju ic io (art .  79,2) ,  c) anuncio de los medios de 
prueba  con a l menos cinco d ías  de ant ic ipac ión a la audienc ia de ju ic io .  Nos preguntamos :  ¿ Qué 
sentido tiene declarar extemporáneo un medio de prueba por no haber sido “asegurado” 
en el término legal (según la mayoría), cuando el mismo fue anunciado dentro del término 
legal (5 días según el art. 79 numeral 2) Ley N° 815) y la misma parte se encargó de 
llevarlo al juicio para su desahogo?  La respuesta es senc i l la :  no t iene ningún sent ido , lo que se 
puede apreciar  con c lar idad por cuanto el medio de prueba  ¡está presente ante el juez! ,  pues to que 
la misma parte lo anunció y aportó en su oportunidad procesa l .  No ex iste entonces as idero jur íd ico, 
ni lóg ico, para declarar  extemporáneas d ichas  pruebas ; lo único que se causa es indefens ión a las 
partes , al cercenar les in just i f i cadamente sus medios de defensa adecuados , vulnerando as í ,  e l  derecho 
a la prueba como ejercicio de un derecho fundamental  en detr imento de la garant ía 
const i tucional a l derecho a la defensa , al de bido proceso y a la tute la jud ic ia l efect iva, establec idas  
en e l art .  34 de la Const i tución Po l í t ica. La interpretación que se hace de l art .  74, e) a l ex ig ir  la  
presentac ión de la prueba con la demanda es l imitat iva al e jercic io de este derecho,  por  cuanto  no se 
der iva de la ley ,  del proceso regu lado en la Ley N° 815 CPTSS, s ino de una interpretac ión errónea,  
por cuanto retrotrae el momento procesa l ord inar io contemplado en la ley para e l anunc io de prueba,  
regu lado en el ar t .  79 del CPTSS confundiéndola o entremezclándola con e l aseguramiento, cuando 
dichas f iguras no t ienen conexidad, por las razones que ya hemos ven ido exp l icando, les ionando como 
ya se di jo ,  e l  derecho a la prueba como un derecho fundamenta l .  E l reconocido jur is ta co lombiano, 
Luis Bernardo Ruiz Jaramillo  en su obra “EL DERECHO A LA PRUEBA COMO UN DERECHO 
FUNDAMENTAL” ,  nos i lustra: “…El derecho a la prueba es fundamental en la medida en 
que es inherente a la persona y tiene además diversos mecanismos de refuerzo propios de 
los derechos fundamentales. El contenido esencial del derecho a la prueba es la 




posibil idad que tiene la persona de util izar todos los medios posibles en aras de convencer 
al juez sobre la verdad del interés material perseguido…El derecho a prueba tiene como 
contenido principal la facultad de la parte o del interviniente de exigir un determinado 
contenido de la verdad sobre los hechos favorables al interés material que persigue. En 
estas condiciones el papel del debido proceso es configurar y l imita r el contenido de esa 
verdad a los condicionamientos de validez constitucional y legal… el debido proceso en 
general, s irve de presupuesto de validez en la obtención de los hechos. ”. Por lo antes 
expuesto , es obv io que la mayor ía trastoca las f iguras e ins t i tuc iones de l aseguramiento de medios de 
prueba, anunc io de pruebas , cómputo de plazos , lo cual únicamente v iene a compl icar 
in just i f i cadamente la apl icac ión de la Ley N° 815 CPTSS, causando un per ju ic io rea l a las partes , y  
más per ju ic io al  trabajador , y a que éste no posee la cas i total idad de los medios de pruebas , por  
encontrarse éstos en poder de l empleador , los cuales se le ob l iga “asegurar” s in sent ido , al ap l icar de 
forma antojad iza las ins t i tuciones internaciona les hartamente reconoc idas por la doc tr ina, todo lo cual  
causa insegur idad jur íd ica e indefens ión en nuestro Estado Soc ial de Derecho const i tu ido y además 
impone a l juez y a las partes  cargas procesa les  no contempladas en la ley como es el dictar y not i f icar  
en un t iempo muy breve, una ser ie  de autos y prov idencias innecesar ios escr i turando y atrasando en 
gran medida el proceso oral ,  en detr imento de los pr inc ip ios de ora l idad, concentrac ión y ce ler idad 
que inspiran este Código Procesa l del Trabajo y de la Segur idad Soc ia l .  E l lo s ign if ica que  e l cr i ter io de 
mayor ía no solo desnatural iza la f igura jur íd ica del “aseguramiento”, sino que deroga tácitamente 
por vía de sentencia, la figura del anuncio de los medios de prueba al obl igarse a ambas partes  
a “asegurar” en la demanda o hasta diez días antes de la audienc ia de ju ic io aún aquel las pruebas 
que tengan en su poder -como ya señalamos con anter ior idad - ,  rechazando por “extemporáneas” 
aquel las pruebas que son anunc iadas y presentadas dentro del  término lega l de hasta cinco d ías que 
el art .  79,2 permite para su anuncio, cr i ter io que per judica mayormente a los trabajadores , como ya 
exp l icamos. Por últ imo,  algo que no podemos pasar por desaperc ibido y es que la mayor ía establece 
en su sentenc ia un “conteo de los términos hac ia atrás” , cuando ref iere n:  “…1. La audiencia de 
conciliación y juicio fue fi jada para celebrarse el día veinte de agosto del año dos mil 
trece…por lo que la fecha final de aseguramiento de medios de prueba debió ser a más 
tardar el ocho de Agosto del año dos mil trece, pues dicho  término se cuenta desde la 
fecha fi jada para la audiencia , HACIA ATRÁS…”  (negr i l la ,  subrayado y mayúscu la de las  
suscr i tas) .  Cons ideramos que tal af irmación no t iene n ingún as idero jur íd ico, n i lógica procesal ,  a l no 
estar estab lec ido en la Ley N° 815 CPTSS, ni en ninguna otra norma procesal nac ional o internac iona l  
que conozcan  las suscr i tas en cuanto a  que los términos se computen hacia atrás , con lo que se 
vulnera ley expresa ya que e l art .  23 de la Ley N° 815 CPTSS estab lece con suma clar idad el modo  
de computar los p lazos :  “Art. 23 Modo de computar los plazos. Los plazos serán siempre de 
días hábiles, los cuales deberán de comenzar a contarse a partir del día siguiente de su 
notificación y concluirán al f inalizar el último día del plazo otorgado …” ,  (subrayado de las 
suscr i tas) lo que no deja duda que los plazos se cuentan hacia ade lante, es deci r ,  desde que se hace 
efect iva la not i f i cac ión hac ia la fecha de la audienc ia (futuro) ,  conc luyendo e l últ imo d ía de l plazo y 
no al revés , que es a como ind i ca la mayor ía que se deben contar los plazos , es decir ,  la tes is  “ jur íd ica” 
contrad ice el orden natural de las cosas , tal como s i se estuv iese en un día “Lunes” y el día s iguiente 
fuera e l “Domingo” y as í suces ivamente, en quebrantamiento de la lógica jur í dica y natura l  de las 
cosas , como ya exp l icamos y ya ni se diga del  principio de primacía de la realidad,  cuando la 





pruebas o de la sol i c i tud excepcional de  aseguramiento hecho por cua lquiera de las partes debe 
tenerse como e l pr imer día y de ah í contar hacia ade lante (futuro , hacia a la fecha de la audienc ia)  
para determinar s i  d icho escr i to fue presenta do con cinco d ías de antelac ión a la audienc ia de ju ic io ,  
o s i  la sol ic i tud excepc ional de aseguramiento fue presentada con diez días de ante lac ión a la audienc ia 
de ju ic io .   ¿Qué garantía y seguridad jurídica tiene un ciudadano al que se le obliga o 
impone lit igar mediante un procedimiento establecido en una resolución de mayoría, por 
encima de lo establecido en ley expresa?  El art .  7 Pr .  con clar idad meridiana estab lece: “Los  
proced imientos no dependen de l arb itr io de los jueces , los cua les no pueden rest r ing ir los ni ampl iar los ,  
s ino en los casos determinados por la ley .” Por este con junto de razones , est imamos que la prueba 
test i f ical y la dec larac ión de parte que en su momento ofreció la parte actora no es extemporánea a 
como erróneamente concluye la mayor ía, por ende cons ideramos v io lentado e l derecho fundamental a 
la prueba, los Pr inc ip ios  Const i tuc ionales de orden públ ico ta les como: Pr incip ios de Lega l idad, Debido 
Proceso , Leg it ima Defensa y Tutela Judic ia l Efect iva, garant ías mínimas del procesado es tab lecidas en 
el art .  34 de la Const i tución Pol í t i ca ; además de que son v io lentados también los derechos cons ignados 
a los procesados en e l “PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS DE 
LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS” y la “CONVENCIÓN AMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS” ,  
Convenios Internac ionales suscr i tos por el Estado de Nicaragua, los cuales t ienen p lena v igenc ia según 
el art .  46 de nuestra Carta Magna. Managua,  treinta de abr i l  de l año dos mi l ca torce .” .  Cópiese,  
notif íquese y con test imonio de lo resuelto, vuelvan los autos a l Juzgado de origen. O BRENES. - 
A. GARCÍA GARCÍA. - ANA MARÍA PEREIRA TERÁN.- MARIBEL MENA M.- LUIS MANUEL 
OSEJO PINEDA.- PM CASTELLÓN CH. SRIO .  Managua, trece de mayo del dos  mil catorce.  
 
 
SENTENCIA No: 591/2014            SAOC 
JUICIO No . :  002364-ORM6-2013-LB   
VOTO No.: 591/2014   TRANSPORTASA.  
TRIBUNAL NACIONAL LABORAL DE APELACIÓN .  Managua, catorce de agosto del  dos mil 
catorce. Las doce y veinte minutos de la tarde. VISTOS RESULTAS Ante el Juzgado Quinto 
de Distrito del Trabajo de Managua, compareció e l L icenciado RMFD, en cal idad de Apoderado 
General Judicial del Señor SAOC ,  presentando demanda con acción de pago de complemento 
de vacaciones, decimotercer mes, indemnización del 20% de antigüedad, indemnización del art . 
45 C.T., indemnización del art . 47 C.T. , más comisiones, en contra de las Empresas 
TRANSPORTASA y GLOSO  representadas por la Señora LLS, en cal idad de Representante 
Legal .  Las demandadas comparecieron a contestar demanda, negando los extremos de la misma 
y oponiendo excepciones de oscuridad en la demanda, falta de acción y pago.  Trascurridas las 
dist intas fases procesales , e l Juzgado A-Quo dictó sentencia def in it iva de las once de la mañana 
del día once de octubre del año dos mi l trece, en la que resuelve declarar s in lugar la excepción 
de oscuridad en la demanda, ha lugar parcia lmente a las excepciones de falta de acción, so bre 
el complemento de pago de comisiones, desest ima el pago de indemnización del art . 47 C.T. y 
declara parcialmente con lugar la demanda.  Por no estar de acuerdo con lo resuelto, apeló la 
parte demandante recurso que le fue admit ido y tramitado. Por lo qu e las presentes di l igencias 
fueron remit idas para el conocimiento de este Tribunal Nacional y l legado el caso de resolver;  
SE CONSIDERA: I. SÍNTESIS DE LOS AGRAVIOS EXPRESADOS: Este Tribunal  




Nacional procederá en virtud del recurso de apelación interpuesto  a revisar el proceso en los 
puntos de la resolución que causan agravio a la parte apelante. En tal sent ido el Abogado RMFD, 
en su cal idad de Apoderado General Judicia l del señor SAOC, expresó como agravios lo 
siguiente: 1) En el considerando uno de la sentencia recurrida, se t iene por probado con las 
l iquidaciones f inales que el demandante devengaba un sa lario equivalente a Un mil doscientos 
cincuenta dólares (U$ 1,250.00), por cada una de las empresas demandadas, para un t otal de 
Dos mil quin ientos dólares (U$ 2,500.00), lo que considera incorrecto por haberse demostrado 
según el recurrente con la prueba de inspección en las plani l las de pago que el demandante 
devengaba sa larios variables, compuestos por sa lario básico, inc entivos y comisiones. 2) Que 
en el considerando cuatro de la sentencia recurrida se haya tenido por probado que en base a 
las test i f icales propuestas por la parte demandada, que entre las partes exist ió acuerdo a efectos 
de cambiar la modal idad de pago de salario de variable a f i jo, y haciendo además alegatos sobre 
las declaraciones de los test igos, considerándolas contradictorias y falsas.   3) Que se haya 
af irmado en el considerando cuatro, que el único reclamo de la parte actora en cuanto al cambio 
de forma de pago, haya sido sobre el salar io del mes de mayo del dos mil doce, que le permit ió 
al demandante obtener que se le pagara e l mes de junio del referido año, en base a comisiones,  
lo cual ataca e l recurrente alegando que también existen otros reclamos del actor, que se 
pueden comprobar con la lectura de los Folios 79 y 139, en las que se comprueba la 
inconformidad del demandante sobre el cambio de forma de pago. 4) Que en el considerando 
cuatro, se haya af irmado que es costumbre en la empresas demandada s, que las decisiones 
tomadas por funcionarios de a lta d irección, sean tomadas de manera verbal y luego simplemente 
bastaba c ircular un correo electrónico, lo que indica que no es cierto, s i se da lectura a l 
contenido del fol io 194. 5) Que en los puntos segundo y tercero de los fundamentos de derecho, 
se hayan hecho af irmaciones respecto al cambio en la forma de est ipular sa lario , de las cuales 
el juzgado a-quo af irma que el demandante no demostró que el cambio en la forma de est ipular 
el sa lario se haya hecho por mutuo acuerdo, ni tampoco logró demostrar que el despido se haya 
ocasionado por represal ia, en respuesta por la protesta del demandante por la medida tomada,  
la cual fue consentida por el demandante y aquí recurrente. 6) Que se haya interpretado de  
forma errónea la Ley 516 “Ley de Derechos Laborales Adquir idos”, así como la interpretación 
que del art . 82 C.T. se hace a l decir que el  sa lario se est ipulara l ibremente por las partes, lo 
que según el recurrente debe hacerse al in icio de las negociacione s previas a la contratación y 
no durante la relac ión laboral ,  imputando además que le causa agravios a la recurrente la 
apl icación del Princip io de Primacía de la Real idad, al no tomar en consideración las pruebas 
traídas a l proceso, en lo que hace a documentales y test i f ica les , ú lt imas que indica ser fa lsas . 7) 
En el  considerando quinto, por causar daños al patrimonio del demandante y vio lentar normas 
contenidas en las leyes 516, 442 y 185. 8) El punto resolut ivo número dos, por aceptar 
parcialmente la excepción de falta de acción de las empresas demandadas. 9)  La parte resolut iva 
número tres, al declararse no ha lugar a l pago de indemnización por cargo de confianza, a l haber 
quedado demostrado que el despido se ejecutó en represal ia.  Por lo anterior p ide q ue se 
revoque la sentencia recurrida y se le ordene pagar los complementos reclamados. I I.-  EN 
CUANTO A LA MODIFICACIÓN DEL SALARIO EN EL CASO DE AUTOS.  Observa 
este Tribunal Nacional que el punto toral de los agravios esgrimidos por la parte recurrente 
enunciados del uno al ocho en el considerando anterior, estr iban en atacar las consideraciones 





lugar sus pretensiones en las que reclama complemento de l iquida ción f inal de prestaciones 
laborales por considerar que se le redujo unilateralmente su salario,  de forma tal que el quid 
del presente asunto estr iba en determinar la legal idad o i legal idad de la modif icación salaria l  
debatida por las partes. Para el lo entonces, considera este Tribu nal que la primera interrogante 
a plantearse es la siguiente: ¿Es lícito modificar el salario con posterioridad al inicio de 
la relación laboral,  o las partes están obligadas a ceñirse a lo pactado inicialmente 
siendo imposible modificarlo?  Nuestro Código del Trabajo si bien no plantea un l istado de 
situaciones en que se permita modif icar las relac iones laborales o las condiciones que imperan 
en ésta,  como en el  caso de otras leg is laciones como la Española , pero sí d icho Código dispone 
que bajo c ircunstanci as especiales , por mutuo acuerdo entre las partes o por decis ión uni lateral 
del empleador, se pueden efectuar modif icaciones a condiciones sustancia les del v ínculo laboral ,  
entre las cuales citamos algunos ejemplos: 1. -La movi l idad del trabajador de manera  permanente 
o temporal de su puesto de trabajo, al tenor del  art . 31 C.T. y bajo circunstancias especialmente 
just i f icadas a l tenor del art . 32 C.T. obviamente acatando las prohib ic iones legales de no 
reducción salar ial .  2. -  La cont inuidad o discontinuidad en la ejecución de la jornada ordinaria,  
que amerita mutuo acuerdo al tenor del art . 55 C.T. 3. -  Laborar menos de la jornada pactada 
inicia lmente y el restablecimiento de dicha jornada una vez f inal izado el periodo de la variación 
al tenor del art . 56 C.T.; 4.-  E l contrato especial de jornadas extraordinarias, o por la necesidad 
imperiosa de laborarlas dadas las circunstancias especiales que puedan darse en la ejecución del 
trabajo, al tenor de los arts. 56, 57 y 59 C.T.  5. -  La necesidad de cumpl imiento de doble turno, 
por acuerdo de ambas partes a l tenor del art .  60 C.T.; 6 . -La distr ibución de las horas de trabajo 
semanales en jornadas diarias de mayor duración, al tenor del art . 63 C.T; entre otros. Así  
también, en el caso del  salar io, e l art . 82 C.T.  q ue reza textualmente: “El salario se estipulará 
libremente por las partes, pero nunca podrá ser menor que el mínimo legal” estatuye 
la posibi l idad legal de que las partes sean las que f i jen el sa lario a percibir, -con la única salvedad 
que dicho salario no sea inferior al mínimo legal - ,  estableciendo además el Art . 83 C.T. las 
formas de est ipulación salar ia l ,  es decir, las tres maneras en que las partes pueden f i jar ese 
salario, sea por unidad de t iempo, unidad de obra o por tarea. Y dichas disposiciones no  
establecen l imitaciones sobre el momento en que puede pactarse o est ipularse l ibremente ese 
salario, sea en el in ic io del vínculo laboral ,  o durante esté v igente la relac ión laboral .  Por lo 
anterior conclu imos que la norma del art . 82 C.T. no le prohíbe a  las partes modif icar cuantas 
veces les convenga el salario, o las formas de est ipular éste, lo cual está acorde con el Principio 
de Legal idad contenido en el art . 32 de la Constitución Pol ít ica de Nicaragua que reza:  “Ninguna 
persona está obligada a hacer  lo que la ley no mande, ni impedida de hacer lo que ella 
no prohíbe.” ,  por lo que es l íc ito que en una relación laboral si  se ha pactado un salar io por 
unidad de t iempo, en el devenir de la misma esto puede modi f icarse, cambiando a un sa lario por 
unidad de obra, o por tarea, y v iceversa,  siendo dos requis itos los que se exigen que se 
desprenden de la letra misma del Art . 82 C.T. ya transcrito: 1) Que la modif icación sea 
est ipulada por las partes, es decir , que sea el fruto del acuerdo de ambas partes; y 2)  Que no 
menoscabe el salar io mínimo del sector correspondiente. En la doctrina sobre este t ipo de 
circunstancias , tenemos que el Tratadista Español JESÚS CRUZ VILLALÓN ,  Catedrático de 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social  de la Universidad de Sevi l l a,  en su reciente obra: 
COMPENDIO DE DERECHO DEL TRABAJO, Sexta Edición, Editorial Tecnos, Año 2013, en sus 
páginas 329 en adelante, en e l capítu lo de las VICISITUDES DE LA RELACIÓN LABORAL. 




MODIFICACIONES OBJETIVAS DE LA RELACIÓN LABORAL. CONCEPTO Y TIPOL OGÍA, nos 
i lustra a l respecto diciendo: “…El fundamento de la fuerte presencia de mecanismos de 
modificación de las condiciones de trabajo se encuentra en la larga vida que con carácter 
general cabe presumir  a las relaciones laborales, circunstancia que convierte a las 
novaciones contractuales en manifestaciones de naturaleza fis iológica de su desarrollo. 
Por otra parte, la empresa condiciona permanentemente su desarrollo; es en la empresa 
donde surgen las necesidades de reorganización de la producción que exigen la adaptación 
permanente de la prestación de trabajo. El legislador, admitiendo la posibil idad de 
modificación unilateral, opta por proteger en mayor medida estas necesidades 
empresariales y la continuidad de la relación jurídica, aunque ello pueda contravenir el 
interés del trabajador por mantener las condiciones laborales pactadas…” y añade- “Todas 
las manifestaciones precedentes de cambios en las condiciones de trabajo están 
concebidas como alteraciones que se producen a iniciativa empresarial y, por tanto, 
dirigidas a satisfacer los interese empresariales, a dar respuestas a sus necesidades de 
cambio frente a sobrevenidas circunstancias económicas o empresariales ” “…A tal efecto, 
se entiende que una modificación es sustancial cuando resulta < <  de tal naturaleza que 
altere y transforme los aspectos fundamentales de la relación laboral… pasando a ser 
otros distintos de modo notorio…” y se permite citar e jemplos de modif icaciones sustanc iales  
dic iendo: “Tienen la consideración de modificaciones sustanciales las que afecten a las 
siguientes materias: a) jornada de trabajo; b) horario y distribución del t iempo de trabajo; 
c) régimen de trabajos a turnos; d) sistema de remuneración y su cuantía; e) sistema de 
trabajo y rendimiento; f) funciones…” “…Además, hay supuestos para los cuales la 
normativa laboral exige expresamente el acuerdo expreso entre las partes para alterar 
cierto tipo de condiciones de empleo que se consideran claves; por ejemplo, así sucedería 
en caso de trasformación global del contrato, en términos tales que se desvirtúe por  
completo lo que fue la raíz de la voluntad de las partes manifestada inicialmente: una 
relación laboral ordinaria se trasforme en relación especial o viceversa. Expresamente se 
exige el acuerdo entre las partes para transformar un contrato a tiempo parcia l en a 
tiempo completo y viceversa…”  “…Finalmente, modificación de condiciones se opone a 
novación extintiva, en el sentido de que la modificación no puede ser de tal intensidad 
que con la misma se proceda a una sustitución de una relación laboral por otra ; supuestos 
para los que resulta igualmente imprescindible el acuerdo entre las partes…”  y por últ imo 
nos explica sobre las “…Vías de reacción frente a la decisión modificativa. Frente a la 
decisión modificativa del empleador, tanto si se trata de modifica ciones individuales como 
colectivas, al trabajador le caben básicamente tres posibil idades: 1) aceptar la decisión 
modificativa, adaptándose a los cambios que se le imponen; 2) proceder a impugnar la 
decisión empresarial, s i  estima que ésta es i legal, recl amando la declaración de nulidad 
de la orden empresarial y sucesiva reclamación de daños y perjuicios; 3) resolver el 
contrato de trabajo si estima que no le interesan las nuevas condiciones de trabajo 
impuestas por la dirección de la empresa, en la medida  en que valore la nueva situación 
como particularmente gravosa para sus intereses…”  Dicho Tratadista además hace 
referencia a l contenido del Estatuto de Trabajadores de España,  Real Decreto Legislat ivo 
1/1995, de 24 marzo, que contiene en su art . 41, e l t ema específ ico de las modif icaciones 





legal de cambio en el  sistema de remuneración, de manera tal que la leg is lación española, es 
explícita en establecer cuáles son los t ipos de modif icaciones que se pueden hacer a las 
condiciones laborales,  una vez que la misma ha iniciado, s iendo un referente doctrinario y de 
derecho comparado que nos i lustra sobre la posib i l idad de que las partes f lexibi l icen o más bien 
modif iquen la contratación inicial ,  dadas las circunstancias especia les que surgen a medida que 
la relac ión laboral se va desarrol lando, permit iendo que las partes puedan decid ir cómo conducir 
relac ión jurídica , obviamente sin permi t irse que se vio lenten los Princip ios Generales del  
Derecho del Trabajo.  Tal disposic ión del Estatuto de los Trabajadores de España establece 
textualmente: “Art .  41. -  Modif icac iones sustanciales de las condic iones de trabajo . - -  1 . La d irección 
de la empresa, cuando ex istan probadas razones económicas , técn icas ,  organizat ivas o de producción,  
podrá acordar modif icaciones sustanciales de las condic iones de trabajo. Tendrán la cons ideración de 
modif icaciones sustanciales de las condiciones de trabajo , entre ot ras , las que afecten a las s iguientes  
mater ias :  a) jornada de trabajo ; b) horar io ;  c) régimen de trabajo a turnos ; d) s is tema de remunerac ión;  
e) s is tema de trabajo y rendimiento; f )  func iones , cuando excedan de los l ímites que para la movi l idad 
func iona l prevé e l art ícu lo 39 de esta ley .  Se entenderá que concurren las causas a que se ref iere este 
art ícu lo cuando la adopción de las medidas propuestas contr ibuya a mejorar la s i tuac ión de la empresa 
a través de una más adecuada organizac ión de sus recursos , q ue favorezca su pos ic ión compet it iva 
en e l mercado o una mejor respuesta a las exigenc ias de la demanda. 2 . Las modi f icac iones  
sustanc ia les de las condiciones de trabajo podrán ser de carácter ind iv idua l o colect ivo . Se cons idera 
de carácter indiv idual  la modi f icación de aquel las condic iones de trabajo de que dis frutan los  
trabajadores a t í tu lo indiv idua l… 3. La decis ión de modi f icación sustanc ial de condiciones de trabajo 
de carácter indiv idual  deberá ser not i f i cada por el empresar io al  trabajador afectado  y a sus 
representantes legales con una ante lación mín ima de 30 d ías a la fecha de su efect iv idad. En los  
supuestos prev is tos en las letras  a) ,  b) y c) del apartado 1 de este art ícu lo, y  s in per ju ic io de lo 
dispuesto en e l ar t ícu lo 50, apartado 1 ,  a) ,  s i  e l  trabajador  resu ltase per judicado por la modi f icación 
sustanc ia l tendrá derecho a resc ind ir su contrato y percibir  una indemnizac ión de veinte días de salar io 
por año de serv ic io prorrateándose por meses los per íodos infer iores a un año y con un máximo de  
nueve meses . Sin per juic io de la ejecut iv idad de la modif icac ión en e l p lazo de efect iv idad 
anter iormente c itado, e l  trabajador que no habiendo optado por la resc is ión de su contrato se muestre 
disconforme con la decis ión empresar ia l podrá impugnar la ante  la jur isdicción competente. La 
sentenc ia declarará la modif icación just i f icada o in just i f i cada y , en este ú lt imo caso , reconocerá e l  
derecho de l trabajador  a ser repuesto en sus anter iores condic iones…”.  En base pues, a las 
disposiciones legales de nuestro Código del Trabajo, la Doctrina y el derecho comparado 
citados, tenemos que es l ícito para las partes en la relación laboral poder modi f icar las 
condiciones esenciales pactadas en el inic io de dicho vínculo,  quedando resuelto nuestro 
problema jurídico antes planteado y como consecuencia de lo expuesto procederemos a anal izar 
si en el caso de autos,  exist ió o no acuerdo de las partes para modif icar la forma de est ipular 
el sa lario de variable a f i jo, por lo que haciendo una valoración conjunta de la prueba  en primera 
instancia y al tenor del Principio de Primacía de la Real idad, contenido en el Numeral  VI del 
Título Prel iminar del  Código del Trabajo ,  que reza: “Las presentes disposiciones son 
concretas, objetivas y regulan las relaciones laborales en su realidad económica y 
social” ,  este Tribunal  se encuentra con lo s iguiente: A. - Es un hecho plenamente aceptado por 
las partes que el  demandante devengó durante varios años de duración de la relac ión laboral ,  
un t ipo de salario variable en el que se le sumaban su sa lario básico, incentivos y comisiones, 




lo cual se desprende del escrito de demanda, la aceptación misma de la representación de las 
partes demandadas y las pruebas documentales , todo contenido en los Fol ios 1 -4, 27, y 50 a l  
74, 90 al  105 del expediente tramitado ante el Juzgado A -Quo. B.- Quedó también probado que 
el ú lt imo salario variable en base a pago por comisiones, fue recibido por e l trabajador en la 
primera quincena del mes de Ju l io del año dos mil doce, según se de sprende del ACTA DE 
INSPECCIÓN JUDICIAL IN SITU, de las nueve y treinta minutos de la mañana del dieciséis de 
jul io del año dos mil trece, contenida en el Folio 323 de las di l igencias de primera instancia. C. - 
Que la relac ión laboral concluyó el quince de noviembre del año dos mil doce, según la lectura 
del Fol io 84 del cuaderno de primera instancia. Lo anterior indica que cuando la relac ión laboral 
terminó, el actor percibía un salar io f i jo, el cual estaba tasado en la cantidad equivalente a UN 
MIL DOSCIENTOS CINCUENTA DÓLARES NORTEAMERICANOS NETOS (US$ 1,250.00), por 
cada una de las empresas demandadas (GLOSO y TRANSPORTASA), es decir que el demandante 
devengaba un  salar io f i jo tota l mensual equivalente a DOS MIL QUINIENTOS DÓLARES 
NORTEAMERICANOS NETOS (US$ 2,500.00), según se desprende de la lectura de los Folios 
18 al 21 de primera instancia. Ahora bien,  para concatenar lo expuesto anteriormente y la 
apl icabi l idad de lo dispuesto en el art . 82 C.T. ya abordada,  debemos preguntarnos: ¿La 
modif icación de la forma de est ipular el  salar io de variable a f i jo, fue autorizada por e l trabajador 
demandante? A este respecto, haciendo una revisión de las di l igencias nos encontramos con 
que: 1.-  E l actor en su demanda, expresó que en fecha v iernes trece de Ju l io del  dos mi l  doce, 
se tomó la decis ión arbitraria del empleador de no pagarle comisiones, y de pasarlo a un sistema 
de pago con un salar io f i jo, según Folios 1 y 2, decisión con la que expone no haber estado de 
acuerdo. 2 . -  Por su parte, la representación de l as partes demandadas af irmó que el cambio de 
modalidad sa larial fue producto del convenio verbal con el trabajador ,  argumentando la 
l ic itud de la misma en el art . 82 C.T,  y señalando que de dicho acuerdo fueron test igos los 
señores RFL, RBZ y SDN, a quienes ofreció como test igos. En tal sentido, a como ya este 
Tribunal Nacional Laboral  ha expl icado en dist intas sentencias la carga de la prueba corresponde 
a los demandados, al haber hecho af irmaciones, todo según los Art .  1079 Pr. aquí apl icable según 
el Numeral IX de los Princip ios Fundamentales del Código del Trabajo contenido en su Título 
Prel iminar, y los Arts.  268, 269 y 404 C.T. ,  dice textualmente: “La obligación de producir 
prueba corresponde al actor; si no probare, será absuelto el  reo,  más, si éste afirmare 
alguna cosa, tiene la obligación de probarlo.”  Y en el mismo sentido el Art. 1080 Pr. 
estatuye: “El que niegue no tiene la obligación de probar,  a no ser que la negativa 
contenga afirmación.” Por lo anterior,  la  prueba test i f ical en e l  caso sub -judice se vuelve de 
vita l importancia , a f in de determinar si hubo o no acuerdo, por lo que previo a entrar a conocer 
las mismas, debemos determinar la val idez de estas tomando en consideración que el aquí  
recurrente alega que dichas test i f icales carecen de  val idez y pecan de contradictorias .  En tal 
sentido, en principio consideramos más que acertada la decis ión del juzgado de primera instancia 
al c itar lo que este Tribunal Nacional Laboral  ha establecido como criterio sobre el tema de 
las declaraciones test i f ica les y que fue plasmado en la SENTENCIA 438/2012 de las d iez y veinte 
minutos de la mañana del diez de octubre del año dos mil doce, que en sus partes conducentes 
dice: “…SE CONSIDERA:…SEGUNDO:  “…De lo anter ior se deduce que los trabajadores act ivos 
pueden ser c i tados como test igos , para el lo la ley obl iga a l empleador a que les conceda permiso por 
el t iempo que fuere necesar io y s in descuento de salar io para acudir  ante la autor idad que le haya 





son idóneos para dec larar en e l ju ic io ,  por el lo tampoco es mot ivo de tacha, la cua l procede conforme 
el Art .  1368 Pr…” “…Tal como la A -quo ha expresado, se ha manten ido la tes is  que las personas que 
han laborado con las partes , son los test igos más idóneos , por tener conoc imiento directo de los hechos  
sobre los cuales se está l i t igando,  y no es argum ento para tachar los…”   (Hasta aquí la cita) Por ta l 
razón, consideramos que las declaraciones test i f ica les de los señores GSF, en su cal idad de 
Secretario de Junta Directiva de la Empresa TRANSPORTASA y Vicepresidente de Junta 
Directiva en la Empresa GLOSO; RBZ, en su cal idad de Vicegerente del área de servicio , de las 
empresas demandadas,  y el señor RFL, en su cal idad de Gerente Financiero de ambas empresas 
demandadas, contenidas en los Folios 183 al 188 de las di l igencias de primera instancias, resultan 
ser más que idóneas por e l contacto con los hechos, y la r iqueza de las aportaciones dadas,  
pues entrando a la revisión de las af irmaciones hechas por estos nos encontramos con que el  
señor GSF a las repreguntas real izadas por el  representante de las empres as demandadas af irmó: 
“…Para que diga el testigo nos diga desde que fecha se venía planteando por el presidente 
de la junta misma Transportasa y Gloso del cambio de modalidad de pago de variable a 
fi jo de los señores SAC Y RB?  R…Don RB una vez anal izado la  s i tuac ión aceptó que se hic iese el  
cambio pero don Roberto le d i jo que poster iormente que iban a cuant i f i car cuanto quedar ía ganando 
que antes hablara con don SO para ver también e l cambio de la modal idad de pago por ser don RB 
su super ior…”  Continúa expresando  “…fi jamos un sa lar io f i jo de mutuo acuerdo y le pedí que 
citara a DON SO a sus of ic inas para que nos reuniéramos los tres esa reunión se dio ya a f inales del  
mes de abr i l  del dos mi l  doce , ya estando reunidos yo part í  de la base que había f i jado  don RB que 
eran dos mi l qu inientos  dólares mensuales e l L icenciado SO me d i jo que lo veía muy poco que por lo 
menos se lo sub iera a TRES MIL DÓLARES mensuales yo le respondí que podr ía ser con la s iguiente 
modal idades los dos mi l  quin ientos dólares…”  Continúa expresando  “. . . le manifesté al l i cenc iado 
LÓPEZ que ya habíamos l legado a un acuerdo con don SO le pedí que tomara notas del acuerdo y 
como quizás una mala costumbre del grupo nuestro por ser trabajadores v ie jos y a nivel de super ior  
no levantamos acta s ino que lo convenido se ap l icaba le d i je a Don Ramón que se comenzara apl icar  
y ahí terminó la reunión…”. Continuando con la declaración del señor SF, este respondió a las 
preguntas real izadas por el representante del demandante en la s iguiente forma: “3. Para que 
diga el testigo si el l icenciado OC firmo algún documento con algún representante de las 
empresas Transportasa y Gloso aceptando algún cambio de modalidad de pago salarial? R 
hasta donde yo sé solo consta la f irma del l icenciado OC en la recepc ión del pago que se le hacía con 
la nueva modal idad de pago a salar io f i jo eso está f irmado por él ,  4 ¿Para que diga el testigo que 
aclare si es a firmar recibo de pago? R s i  a eso me ref iero .  5 ¿Para que diga el testigo si 
confirme si hay un documento que  firmó el l icenciado o del cambio de modalidad de pago? 
R no hay ningún documento que conste esa aceptac ión , FUE UN ACUERDO VERBAL como muchos otros 
se ha acostumbrado en el grupo dentro de func ionar ios que forman parte de la d irección super ior de 
las empresa…” Lo cua l es comprobable de la lectura de los Fo l io 183 al 184.  En relación a la 
declaración del test igo señor RB, éste responde a las repreguntas real izadas por el 
representante del demandante en la s iguiente manera: “…7.Para que diga el testigo si es cierto 
que en el momento que la presidencia de la junta directiva decidió no seguir pagando al  
señor OC le fue comunicado tanto a O como a otros funcionarios de forma escrita? R  todo 
lo hacíamos de manera verba l…  11. Para que diga el testigo que en diferen te ocasiones el 
señor o le comunicó la inconformidad con su modalidad salarial?  R por supuesto no estaba 
contento pero al f ina l hizo una propuesta y que aceptaba el mismo …” (Folio 186 a l 87). En relac ión 




a la declaración del test igo el señor RFL, éste resp onde a las repreguntas real izadas por el  
representante de las empresas demandadas en la siguiente manera: “…3 PARA QUE DIGA EL 
TESTIGO SI TUVO CONOCIMIENTO DEL CAMBIO DE LA MODALIDAD DE PAGO DE 
VARIABLE A FIJO DEL SEÑOR SOC DE LAS EMPRESAS DEMANDADAS?  R a f inales de abr i l  
del dos mi l  doce fu i l lamado a una reunión en la of ic ina de don RB donde estaban presentes , GS, SO 
el objeto fue informarme sobre el acuerdo verbal que habían l legado la direcc ión representada por el 
Señor GS de la  modal idad de pago de sa l ió a salar io f i jo UN MIL DOCIENTOS CINCUENTA DOLARES 
POR CADA UNA DE LA EMPRESAS GLOSO Y TRANSPORTASA y más reconocimiento de 300 dólares y 
más 300 dólares por combust ib le eso daba la suma de 3 ,100 dó lares mensuales y todo esto iba  a ser 
efect ivo de junio de l dos  mi l  doce se in ic iar ía la nueva forma de pago…” según se puede constatar de 
la lectura de los Folios 188. Y por últ imo; tenemos que el señor RFL, coherente con las 
declaraciones anteriores af irmó diciendo: “ .A f inales de abr i l  del  dos mil  doce, fu i l lamado a una 
reunión en la of ic ina de don RB, donde estaban presentes GS, SO, el objeto fue informarme 
sobre el acuerdo verbal a que habían l legado la dirección representada por el señor G de la 
modalidad de pago de salario a sala r io f i jo UN MIL DOSCIENTOS CINCUENTA DÓLARES POR 
CADA UNA DE LAS EMPRESAS GLOSO Y TRANSPORTASA y más reconocimiento de 300 
dólares y más 300 dólares por combustib le eso daba la suma de 3,100 dólares mensuales y todo 
esto iba a ser efect ivo de junio del dos  mil doce a, se in ic iaría la nueva forma de pago…” 
“…nunca conocí n inguna inconformidad lo que él me comentó como le reembolsara el  
combust ible que quería que ese dinero se lo diera vía cheque…” Anal izadas las pruebas 
test i f icales este Tribunal Nacional concluye que:  1. -  Las declaraciones fueron brindadas dando 
razón de su dicho y sus declaraciones pueden tenerse por verdaderas; 2.- Las declaraciones 
fueron evacuadas con presencia y part ic ipación de la parte demandante, garant izando así los 
Princip ios de Legal idad, Igualdad, Contradicción y Debido Proceso, sin haber impugnación legal 
alguna que conste en las actas referidas, más bien dándole val idez a las mismas, somet iendo a 
los test igos al contrainterrogatorio, del que no se desprenden descal i f icaciones le gales que 
pudieran ser consideradas por esta autoridad para restar va l idez a las mismas. 3 . -  Los test igos 
fueron at inentes y contestes en demostrar que EL CAMBIO DE MODALIDAD SALARIAL FUE 
PRODUCTO DE UN ACUERDO ENTRE LAS PARTES Y SIN PROTESTA ALGUNA DE PAR TE 
DEL DEMANDANTE, pero que se hizo efect iva hasta en el mes de Jul io del  dos mil doce, por 
el proceso de negociación entre las mismas respecto a qué salario devengaría e l trabajador, 
considerando que ya no devengaría comisiones, procediendo a f i jar conjun tamente un salario 
ordinario de DOS MIL QUINIENTOS DÓLARES NORTEAMERICANOS NETOS (US$ 2,500.00) , 
en el que ya no se incluir ían comisiones, pero que s iempre se gozaría del  beneficio de pago de 
depreciación de vehículo y pago de gasto de combustible con mont os f i jos , lo cual es coherente 
con el correo electrónico contenido en el Folio 83, los recibos de pagos de sa larios contenidos 
en los Folios 63, 74, 75 y 77, en los cuales se observa que el demandante recib ió conforme los 
salarios f i jos ya tasados en base a DOS MIL QUINIENTOS DÓLARES NORTEAMERICANOS 
(US$ 2,500.00) por la suma de lo que ambas empresas demandadas pagaban y más con las hojas 
de l iquidaciones contenidas en los Fol ios 18 al 21 de primera instancia, todo lo cual demuestra 
la verdad del acuerdo alcanzado por las partes de modif icar la modal idad de pago salaria l ,  
excluyendo posib i l idad alguna de negar la veracidad de los mismos, ni la posib i l idad de anular  
el acuerdo referido a l  haberse además comprobado que dicho acuerdo no vio lentó en forma 





desempeñaba el trabajador, siendo ésta la única prohib ic ión del  art . 82 C.T, n i tam poco se 
desmejoraron sustancialmente las condic iones salar ia les del trabajador, cumpl iendo de esta 
manera las empresas demandadas con la obligación de probar lo af irmado en su escrito de 
contestación de demanda. Además considera este Tribunal  Nacional ,  que ha quedado 
demostrado que la parte demandante una vez ejecutado el cambio salaria l acordado, no planteó 
ningún reclamo ante las autoridades judicia les del trabajo, que son las únicas competentes para 
dir imir un conf l icto juríd ico laboral de esta naturaleza al tenor del Art. 275 C.T., lo que 
evidencia conformidad con lo acordado, y demuestra conformidad con la modif icación, máxime 
que cont inuó laborando y devengó el  nuevo salario pactado desde los meses  de jul io a noviembre 
del dos mi l doce, es decir, permit iendo la continuidad y reiteración de la ejecución del  cambio 
salaria l pactado, máxime que no quedaron demostradas las af irmaciones del demandante en 
cuanto a los referidos actos de protesta frente a ta l medida,  pues la prueba a la cual se ref iere 
esto, vis ible en fol io 79 de las di l igencias de primera instancia, no contiene razón de recib ido 
del receptor, es decir , no consta en autos que fuera del conocimiento del empleador, 
descartándose de esta manera que dicha prueba tengan valor legal alguno, de forma tal que la 
demanda posterior ante la instancia judic ial no evidencia inconformidad a lguna pues ya la 
relac ión laboral ha terminado a esa fecha y la modif icación en su momento fue consentida por 
el trabajador, concluyéndose entonces que la modif icación del salario pactado por ambas partes 
no fue en nada i legal n i arbitrario, debiéndose desest imar por todo lo anterior, los agravios uno 
al ocho expuestos por el recurrente. III. DE LA FALTA DE DESPIDO VIOLATORIO Y LA 
IMPROCEDENCIA DEL PAGO DE INDEMNIZACIÓN DEL ART. 47 C.T.  En su noveno 
agravio e l recurrente ataca la decisión tomada por el juzgado a -quo sobre la improcedencia del  
pago indemnizatorio contenido en el art .  47 C.T. por cargo de conf ianza. De l escrito de demanda 
contenido en Fol ios 1 al 4, se observa que el demandante fundó el derecho al reclamo de la 
indemnización por cargo de confianza, en el hecho de que al  haberse dado el cambio de 
modalidad salar ia l de variable a f i jo, é l protestó contra dicha medida y que como consecuencia 
le fue apl icado el despido, mismo que considera fue en represal ias por haber ejercido un derecho 
laboral ,  al cual denominó como adquir ido,  protesta que pretende demostrar con la prueba 
documental contenida en el Fol io 79. Al respecto cabe referir que, habiendo este Tribunal 
Nacional Laboral considerado que en ningún momento el cambio de modalidad salar ial se debió 
a un acto arbitrario y uni lateral del empleador, s ino por el contrario por mutuo acuerdo con el  
trabajador, excluyendo así cualquier protesta de parte de éste,  no cabe duda que el despido 
practicado incluso cuatro meses después de tomada la medida de cambio salar ia l ,  no puede 
obedecer a represal ias de ningún t ipo de parte de la administración de las empresas dem andadas,  
sino más bien a la apl icación l isa y l lana del  art . 45 C.T. como un derecho del empleador de 
ponerle f in a la relac ión laboral s in ninguna just i f icación, según consta en prueba documental  
contenida en el Folio 84, teniendo como única consecuencia el  pago de la indemnización 
correspondiente por los años de servic ios y además el pago proporcional de las prestaciones 
sociales correspondientes, sobre los cuales constan en autos (Folios 18 -21) que fueron recib idas 
por el trabajador demandante. Pero adem ás,  para esta autoridad, no quedaron demostrados las 
af irmaciones del demandante en cuanto a los referidos actos de protesta, ni la represal ia, pues 
la prueba a la cual se ref iere esto, visib le en fol io 79 de di l igencia de primer instancia, no 
contiene razón de recibido del receptor, es decir, no consta en autos que fuera del conocimiento 
del empleador, como ya se di jo antes, descartándose de esta manera que dicha prueba tengan 




valor legal alguno. En tal sentido, s iendo que lo único demostrado en autos es q ue el demandante 
ostentaba el cargo de confianza, e l cual por el s imple hecho de ostentarlo no le da derecho a la 
indemnización del Art . 47 C.T. puesto que para la misma se requiere que la terminación de la 
relac ión laboral haya operado con los supuestos del despido arbitrario que dispone el Art. 46 
C.T., lo cual no sucedió en el caso de autos, criterio que ha s ido sostenido por este Tribunal 
Nacional en diversas sentencias, dentro de las cuales tenemos la SENTENCIA No. 20/2011 de 
las d iez y c inco minutos de la mañana, de l veint icinco de Noviembre del dos mil once, la que en 
sus partes conducentes dice: “….EN CONCLUSIÓN:  Cons idera este Tr ibunal Nacional  que la 
indemnizac ión a que ref iere e l Art .  47 C .T. ,  no se obt iene por el s imple h echo de que un trabajador 
de conf ianza es Despedido o por la Renunc ia legalmente interpuesta por éste; s ino que se hace 
necesar io que se den los  supuestos a que remite la parte pr imera de l Art .  46 C.T . (despido v io lator io)… 
no cabe ordenar el pago de Indemnizac ión por  Cargo de Conf ianza a que a lude el Art .  47  C.T. ,  ya 
que no estamos en presenc ia de un despido v io lator io bajo los supuestos del Art .  46 C.T…” ,  no queda 
más pues que desest imar el  reclamo del  actor en cuanto a esta indemnización,  a como 
acertadamente lo hizo el Juzgado A-Quo, por lo que este Tribunal Nacional considera a bien 
desest imar e l noveno agravio del recurrente, debiendo entonces declararse sin lugar e l recurso 
de apelación y conf irmarse en todo la sentencia recurrida. POR TANTO: En base a lo 
considerado, d isposic iones legales c itadas y Arts. 129, 158, 159 Cn., Art. 1(38bis) de la Ley No. 
755, Arts . 270, 271, 272 y 347 C.T., 1 y 2 LOPJ, este Tribunal, RESUELVE: I.-  No ha lugar 
al Recurso de Apelación interpuesto por e l Abogado RMFD, en su cal idad de Apoderado General  
Judic ia l del señor SAOC, en contra de la sentencia def in it iva de las once de la mañana del d ía 
once de octubre del año dos mi l trece, dictada por el Juzgado Quinto de Distr ito del Trabajo 
de Managua, la cual  se confirma  íntegramente. II.-  No hay costas.  Disentimiento de la 
Magistrada, Doctora ANA MARÍA PEREIRA TERÁN. “ La suscr i ta Magistrada disiente  
rotundamente de las cons iderac iones y resoluciones de mayor ía , espec íf icamente de la s iguiente 
conc lus ión que se hace en la  sentenc ia de mayor ía : “…Por lo anterior concluimos que la norma 
del art. 82 C.T. NO LE PROHÍBE MODIFICAR CUANTAS VECES LE CONVENGA EL 
SALARIO ,  o las formas de estipular éste (…), por lo que es lícito que en una relación 
laboral si se ha pactado un salario  por unidad de tiempo, en el devenir de la misma pueda 
modificarse, cambiando el salario por unidad de obra, o por tarea, y viceversa, siendo dos 
requisitos los que se exigen que se desprenden de la letra del  Art. 82 C.T. ya transcrito: 
1) Que la modificación sea estipulada por las partes, es decir, que sea el fruto del acuerdo 
de ambas partes; y 2) Que no menoscabe el salario mínimo del sector correspondiente…” ,  
(Negr i l la ,  subrayado y mayúscu la de la suscr i ta) .  Las razones por las  que no puedo compart ir  es te 
cr i ter io ,  procedo a exp l icar las a cont inuación mediante e l presente VOTO RAZONADO: I.-  EN LO 
QUE HACE A LA VULNERACIÓN DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES QUE INSPIRAN 
EL DERECHO LABORAL: Como punto de part ida del presente VOTO RAZONADO ,  es importante 
mencionar los pr inc ip ios  fundamentales que insp iran nuestro ordenamiento jur íd ico en mater ia laboral ,  
por la senc i l la razón de que estos postulados o ax iomas jur íd icos ,  s irven de fundamento a las normas 
part icu lares conten idas en el Código del Trabajo, i rradian do la apl icac ión de estas normas jur íd icas a 
casos concretos , s iendo ut i l izados por los jueces , leg is ladores , creadores  de doctr ina y por los jur is tas  
en genera l ,  para integrar toda la gama de los derechos lega les o para interpretar correctamente las 
normas jur íd icas cuya apl icac ión resulta dudosa, const i tuyendo as í ,  un estándar para e l resto de las 





(entre otros) ,  los s igu ientes pr inc ip ios fundamenta les de l Derecho  Labora l n icaragüense : “… II  El 
Código del Trabajo es un instrumento jurídico de ORDEN PÚBLICO mediante el cual el 
Estado regula las relaciones laborales. III  Los beneficios sociales en favor de los 
trabajadores contenidos en la legislación laboral CONSTITUYEN UN MÍNIMO DE 
GARANTÍAS SUSCEPTIBLES DE SER MEJORADAS MEDIANTE LA RELACIÓN DE TRABAJO , 
los contratos de trabajo o los convenios colectivos. IV Los derechos reconocidos en este 
Código SON IRRENUNCIABLES. V El ordenamiento jurídico laboral LIMITA O RESTRINGE 
EL PRINCIPIO CIVILISTA DE LA AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD Y EN CONSECUENCIA, 
SUS DISPOSICIONES SON DE RIGUROSOS CUMPLIMIENTO. VI Las presentes 
disposiciones son concretas, objetivas y regulan las relaciones laborales EN SU REALIDAD 
ECONÓMICA Y SOCIAL. VII El ordenamiento jurídico laboral PROTEGE, TUTELA Y 
MEJORA LAS CONDICIONES DE LOS TRABAJADORES . VIII En caso de conflicto o duda 
sobre la aplicación o interpretación de las normas del trabajo, legales, convencionales o 
reglamentarias, PREVALECERÁ LA DISPOSICIÓN MÁS FAVORABLE AL TRABAJADOR . IX 
Los casos no previstos en este Código y las disposicione s legales complementarias se 
resolverán de acuerdo con la costumbre y el derecho común, los CONVENIOS 
INTERNACIONALES RATIFICADOS POR NICARAGUA, la jurisprudencia, el derecho 
comparado, LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO DEL TRABAJO  y la doctrina 
científ ica. X Las normas contenidas en este Código y la legislación laboral complementaria 
son de Derecho Público, POR LO QUE EL INTERÉS PRIVADO DEBE CEDER AL INTERÉS 
SOCIAL. XIII SE GARANTIZA A LOS TRABAJADORES SALARIO IGUAL POR TRABAJO 
IGUAL EN IDÉNTICAS CONDICIONES DE TRABAJO, adecuado a su responsabilidad social, 
s in discriminaciones por razones polít icas, religiosas, de sexo o de cualquier otra clase,  
que les asegure un bienestar compatible con la dignidad humana .” (Negr i l la ,  subrayado y 
mayúscu la de la suscr i ta) .  En la reso luc ión de mayor ía se les ionan todos estos pr incipios –orden 
públ ico , i rrenunc iab i l idad de derechos , restr icc ión o l imi tac ión de la autonomía de la vo luntad,  deber  
de tutela, norma favorable , pr imacía de la real idad, entre otros - ,  cuando exp l íc i tamente se establece 
que “Por lo anterior concluimos que la norma del art. 82 C.T. NO LE PROHÍBE MODIFICAR 
CUANTAS VECES LE CONVENGA EL SALARIO…”” (Negr i l la ,  subrayado y mayúscu la de la 
suscr i ta) ,  esquivándose el hecho de que el trabajador en la relac i ón labora l no d ispone de una plena 
autonomía de su voluntad. Nuestro Código de l Trabajo en part icu lar y me atrever ía a expresar , que 
toda la doctr ina cient í f i ca labora l is ta en genera l ,  reconocen que el trabajador se encuentra en estado 
de necesidad ,  lo cual produce un v ic io en su consent imiento. La neces idad de conseguir o mantener  
un empleo puede ser aprovechada por e l empleador para imponer condic iones de trabajo que vulneren 
derechos y garant ías del trabajador y que, la persona trabajadora acepta precisa mente por la 
neces idad que t iene de mantener  su empleo . Cualquier d ispos ic ión contenida en un contrato de trabajo ,  
o un acuerdo poster ior que menoscabe los derechos ya alcanzados por el trabajador debe tenerse por  
no puesta ; en consecuenc ia, es nu la cualqu ier renunc ia tác ita o expl íc i ta de los derechos laborales  
conten idos en e l Código del Trabajo y/o cualqu ier otra ley ,  d ispos ic ión o instrumento que le favorezca; 
de manera que el aparente “mutuo acuerdo” condic ión en que se basa la ponenc ia de mayor ía para  
abr ir  la  pos ib i l idad de una d isminución en el  salar io in ic ia l ya pactado entre las partes , adolecer ía en 
pr incipio del defecto del vicio del consentimiento del trabajador ,  ya que en el marco de las  
relac iones laborales ,  las personas trabajadoras no pueden  dec id ir  l ibremente sobre sus derechos , n i 
disponen de su propia voluntad, porque eso permit ir ía que qu ienes les dan trabajo pudieran 




aprovecharse de sus neces idades . Vale la pena traer a colac ión , los antecedentes h is tór icos del Derecho 
Labora l ,  en los que observamos desde las denominadas Leyes de Ind ias - legislación promulgada 
por los Monarcas Españoles para regular la vida social,  polít ica y económica entre los 
pobladores de la parte americana de la Monarquía Hispánica - ,  en las que se encuentran 
antecedentes de la rest r icción de l pr inc ip io de la autonomía de la vo luntad, como por ejemplo en e l  
conten ido de la Real Cédula de 1606  sobre los ALQUILERES DE INDIOS ,  la cua l en aquel  
momento h istór ico, reconoc ió e l v ic io en el consen t imiento ex istente en la parte déb i l  de esa re lac ión , 
cuando en dicho instrumento, se estab lec ió :  “ …Que a los indios les den y paguen por cada una 
semana, desde el martes por la mañana hasta el lunes por la tarde, de lo que se sigue, lo 
que así se ha acostumbrado, en dinero y no en cacao, ropa, bastimento ni otro género de 
cosa que lo valga, AUNQUE DIGAN LOS INDIOS QUE LO QUIEREN y no han de trabajar 
en domingo ni otra fiesta de guardar, ni porque la haya habido en la semana se les ha de 
descontar cosa alguna de la dicha paga…”. (Negr i l la ,  subrayado y mayúscu la de la suscr i ta) .  En 
el mismo sent ido, la  carta enc íc l i ca RERUM NOVARUM dictada por el  Sumo Pont í f ice LEON XIII 
“SOBRE LA SITUACIÓN DE LOS OBREROS ” el 15 de mayo de 1891, ref iere en uno de sus 
apartados :  “…Si el trabajador, conminado por la necesidad, se ve obligado a aceptar 
condiciones duras, sufre una violencia contra la cual protesta la justicia.”.  El TRATADO 
DE VERSALLES ,  dentro de sus postulados que se encuentran v igentes hoy más que nunca,  ref ir i ó :  
“La paz universal sólo puede ser establecida si está basada en la justicia social”  (28 de 
jun io de 1919). As í ,  e l  gran tratad ista Mexicano, MARIO DE LA CUEVA ,  sost iene que s i  e l  Derecho 
Labora l no fuera imperat ivo , se pondr ía a l mismo nive l que e l Derec ho Civ i l .  En este sent ido, vale 
reca lcar que nuestra Excelent ís ima Corte Suprema de Just ic ia en Sentencia Nº 71 de las doce 
meridiano del nueve de junio del dos mil uno ,  ahondando sobre e l tema de l orden públ ico 
(pr incipio fundamental  I I  CT) , di jo :  “…Por orden público se entiende el conjunto de normas 
positivas absolutamente obligatorias, donde no cabe transigencia ni tolerancia, POR 
AFECTAR A LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DE UNA SOCIEDAD, O LAS GARANTÍAS 
PRECISAS A SU EXISTENCIA (B. J .  1962 Pág. 9 Cons . I I I  In f ine)…” (Negr i l la ,  subrayado y 
mayúscu la de la suscr i ta) .  Por lo anter iormente cons iderado, est imo que es inadmis ib le que este 
Tr ibunal ,  inst i tución creada como la máxima autor idad jur isd icc ional  en mater ia labora l en nuestro 
país ,  con la f inal idad de d ir imir en ú lt ima instanc ia los conf l ictos laborales en su rea l idad económica 
y socia l ,  autor ice por mayor ía en la presente sentenc ia que a los trabajadores se les pueda efectuar  
una d isminución salar ia l  por “mutuo acuerdo” , infr ingiendo d irectamente la mayor ía de los pr inc ipios 
fundamenta les que insp iran e l Derecho Labora l ,  desconociendo que el trabajador se encuentra en un 
estado de neces idad que le produce un v ic io en su consent imiento , igualando el derecho laboral a l  
derecho c iv i l  a como expresa e l Trata dista Mexicano De la Cueva; pero esto no queda ah í ,  por cuanto 
la doctr ina cient í f i ca labora l ha abordado con suma clar idad e l tema del ius variandi abusivo  e l  
cua l se pretende instaurar a través del cr i ter io de mayor ía , en detr imento de los derechos de la  clase 
trabajadora , como ya di je .  II .-  EN LO QUE HACE A LA AUTORIZACIÓN DEL IUS VARIANDI 
ABUSIVO Y VIOLACIÓN DE DERECHOS CONTRA LEY EXPRESA, SEGÚN LA DOCTRINA 
INTERNACIONAL:  El maestro, Guillermo Cabanellas en su obra : “EL CONTRATO DE 
TRABAJO”  Volumen I I ,  página 595 en adelante, nos i lustra : “…Por ser el trabajo un contrato 
de tracto sucesivo, que se prolonga en el t iempo indefinidamente, se producen con 
frecuencia en él  cambios, modificaciones o alteraciones que varían, tanto 





bilateral o unilateral, por el consenso de los contratantes o por la voluntad del patrono 
(…) El acuerdo entre trabajador y empresario permite modificar las condiciones del 
contrato de trabajo; PERO SIEMPRE QUE ESTE ACUERDO NO IMPLIQUE UNA 
VARIACIÓN TAN SUBSTANCIAL, QUE PONGA EN PELIGRO LA AUTONOMÍA DE LA 
VOLUNTAD DEL TRABAJADOR. Cuando esta modificación en las condiciones del contrato 
sea en perjuicio del trabajador, y no aparezca visible una compensación suficiente, podría 
l legarse a la conclusión de que la misma es NULA, por haberse logrado en contra de esa 
l imitación a la AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD QUE ES BÁSICA EN EL CONTRATO DE 
TRABAJO. En cuanto a los l ímites de la autonomía de la voluntad en la alteración de las 
condiciones contractuales, señala ORLANDO GOMES que “el trabajador se sumerge en 
un estado de subordinación, creado en su relación de empleo, que no es raro le afecte, 
por su propia naturaleza, la capacidad de consentir. Subordinado como se encuentra al 
empleador, no está en condiciones de manifestar l ibremente su voluntad. En consecuencia, 
consentirá muchas veces la alteración propuesta por la otra parte, por el justo temor a 
la desocupación. Dará el consentimiento, pero sin espontaneidad. No sería justo, pues, 
que la ley prestase validez a un acuerdo de esa naturaleza”. De ahí que, “el acuerdo 
bilateral del trabajador y el empresario, para modificar las condiciones del contrato , 
aparecerá limitado por ciertas exigencias, impuestas de carácter imperativo, y 
determinante, en caso de infracción o violación de las mismas, de la nulidad del convenio 
modificativo en aquello al menos que se oponga a tales l ímites (…) EL IUS VARIANDI EN  
EL CONTRATO DE TRABAJO. Una de las fuentes de modificación del contrato de trabajo, 
es el ius variandi. En sentido amplio por ius variandi entiende NÁPOLI “la facultad que 
tiene el empresario de mudar, alterar y hasta suprimir parcialmente el trabajo de s us 
subordinados en la empresa” Sin embargo, resulta preferible darle un sentido más 
restringido y considerar que el ius variandi es la potestad que tiene el patrono para 
modificar, por necesidad de la empresa, la prestación del trabajador.. .ciertas alterac iones 
en el régimen de la prestación de los servicios forman parte del poder directivo del 
empresario; pero esas variaciones NO COMPRENDEN LA FACULTAD DE MODIFICAR LAS 
CLÁUSULAS ESENCIALES DEL CONTRATO, COMO LA CUANTÍA DEL SALARIO (SALVO 
PARA AUMENTARLO), Y LOS BENEFICIOS QUE EL TRABAJADOR TIENE EN SU 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS…” (Negr i l la ,  subrayado y mayúscula de la suscr i ta) ) .  Cons idero que 
la ci ta del maestro Cabanel las se exp l ica por s í  misma, al  no de jar duda de que el salar io no puede 
ser var iado, sa lvo  para mejorar lo (pr inc ip io fundamental I I I  C.T .) ,  la pos ib i l idad de disminuc ión n i  
s iqu iera cabe de “mutuo acuerdo” en nuestra leg is lación labora l ,  a como erróneamente lo admite la 
mayor ía en la presente sentencia. Nuestro Código de l Trabajo es categór ico al estab lecer en su art .  
31 C.T. ,  que ni en caso de tras lado puede haber desmejora , cuando la norma citada indica: “ Por 
MUTUO ACUERDO el trabajador podrá ser trasladado de una plaza a otra, de forma 
provisional o definitiva, SIN QUE ÉSTO IMPLIQUE DISMINUCI ÓN DE CONDICIONES DE 
TRABAJO, DE SALARIO O DE ALGÚN DERECHO LABORAL ” (negr i l la y mayúscula de la 
suscr i ta) .  Como ya di je ,  nuestra leg is lac ión ni s iqu iera por “mutuo acuerdo” contempla la pos ibi l idad 
de que se puede acordar la d isminución del salar io o a lgú n derecho labora l ,  corroborando as í la tes is  
que he ven ido desarro l lando en el presente voto razonado. Me pregunto: ¿Cómo queda la v igente Ley 
N° 516 “LEY DE DERECHOS LABORALES ADQUIRIDOS ” aprobada e l 3 de d ic iembre del año 
2004 y publ icada en La Gaceta No .  11 de l  17 de enero de l 2005, que estab lece : “LEY DE 




DERECHOS LABORALES ADQUIRIDOS LEY No. 516. Aprobada el 3 de Diciembre del 2004. 
Publicada en La Gaceta No. 11 del 17 de Enero del 2005. EL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA DE NICARAGUA Hace saber al pueblo de Nicaragua que: LA ASAMBLEA 
NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA  CONSIDERANDO l Que la Constitución 
Polít ica de Nicaragua en su artículo 80 expresa, que el trabajo de los nicaragüenses es el 
medio fundamental para satisfacer las necesidades de la sociedad y de las personas siendo 
además, fuente de riqueza y prosperidad de la nación indicando igualmente que, el Estado 
procurará la ocupación plena y productiva de todos los nicaragüenses en condiciones que 
garanticen los derechos fundamentales de la persona. II Que los derechos establecidos 
para las y los trabajadores, a través de la actual legislación laboral SON DERECHOS 
MÍNIMOS SUSCEPTIBLES DE SER MEJORADOS POR LA RELACIÓN LABORAL, LOS 
CONTRATOS DE TRABAJO INDIVIDUALES y convenios colectivos al tenor del Título 
Preliminar de la Ley 185. I l l  Que los derechos económicos, sociales, laborales y sindicales 
de los trabajadores, contenidos en la Constitución Polít ica, Código del Trabajo, 
Reglamentos, normativas laborales y Convenios  Colectivos, PARA QUE SEAN 
IRRENUNCIABLES DEBEN ESTAR DEBIDAMENTE RECONOCIDOS Y DECLARADOS POR 
LA LEY, EVITANDO DE ESTA FORMA, DUDAS O INTERPRETACIONES EQUÍVOCAS EN 
TORNO A SU NATURALEZA DE DERECHOS ADQUIRIDOS . En uso de sus facultades; HA 
DICTADO La siguiente: LEY DE DERECHOS LABORALES ADQUIRIDOS Artículo 1. - Para 
los efectos de la aplicación e interpretación de la presente Ley, se entiende por "Derechos 
Laborales Adquiridos”, el conjunto de beneficios, facultades, normas tutelares y 
disposiciones similares que se encuentran establecidas a favor de los trabajadores en la 
Constitución Polít ica, la legislación laboral, los convenios internacionales del trabajo, los 
reglamentos ministeriales o decretos, los convenios colectivos y los acuerdos bilaterales 
suscritos entre empleadores y empleados . Artículo 2.- Al tenor de lo dispuesto en el 
artículo 1 y en virtud de la presente Ley, TODOS LOS DERECHOS ESTABLECIDOS PARA 
LOS TRABAJADORES, al tenor de lo dispuesto en la Constitución Polít ica, Código del 
Trabajo, legislación laboral, leyes especiales, reglamentos ministeriales, convenios 
colectivos, o acuerdos, SERÁN CONSIDERADOS COMO DERECHOS LABORALES 
ADQUIRIDOS EN TÉRMINOS DEFINITIVOS, POR SUS BENEFICIARIOS E 
INCORPORADOS POR ENDE, A SUS CONVENIOS COLECTIVOS O CONTR ATOS 
INDIVIDUALES DE TRABAJO O RELACIÓN JURÍDICA LABORAL . En lo que respecta a los 
convenios colectivos, serán derechos adquiridos hasta su vigencia. Los convenios que se 
firmen posteriormente serán derechos adquiridos en la forma convenida por las partes.  
Artículo 3.- Ninguna ley, convención, tratados nacionales e internacionales, pactos o 
acuerdos de carácter económico o comercial, regionales o de otro tipo, con el pretexto 
de mejorar la competitividad comercial para empresas nacionales o extranjeras que estén 
operando o comiencen a operar en nuestro país, PODRÁ MENOSCABAR, DISMINUIR, 
ALTERAR, O DIFERIR LOS DERECHOS ADQUIRIDOS DE LOS TRABAJADORES 
CONSIGNADOS AL TENOR DE LOS ARTÍCULOS 1 Y 2 DE ESTA LEY, NI CONTRARIAR 
LAS DISPOSICIONES TUTELARES LABORALES DEFINIDAS EN LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA, EL CÓDIGO DEL TRABAJO, LEYES ESPECIALES, REGLAMENTOS 
MINISTERIALES Y CONVENIOS COLECTIVOS. Artículo 4. - La omisión o tolerancia de la 





de esta Ley, será considerada como falta muy graves de conformidad con los artículos 51 
incisos 3, y 52 inciso 3 de la Ley del Servicio Civi l  y de la Carrera Administrativa y será 
causal y motivo de destitución o despido de los funcionarios o empleados públicos que 
resultaren responsables con aplicación del procedimiento contenido en su Reglamento. 
Artículo 5.- Para la aplicación del artículo que antecede en la presente Ley, cualquier 
sindicato, federación, confederación o central sindical podrá demandar la destitución del 
empleado o funcionario público que viole la presente Ley, de conformidad con los 
procedimientos establecidos en la Ley del Servicio Civil  y de la Carrera Administrativa y 
su Reglamento…” . ?  (Negr i l la ,  subrayado y mayúscu la de la suscr i ta) .  Con lo expuesto,  cons idero 
que e l cr i ter io de mayor ía está ampl iamente superado por la humanidad de la actua l idad, grac ias a 
las conquistas alcanzadas por las dis t intas revo luciones a lo largo de la  his tor ia , que no t iene cab ida 
en Nicaragua especialmente en este momento histór ico, por vulnerar los pr incip ios fundamentales de 
la Nación Nicaragüense reconoc idos en el art .  5 de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA  recientemente 
reformada, referentes a la JUSTICIA, RESPETO A LA DIGNIDAD DE LA PERSONA HUMANA, 
LOS VALORES CRISTIANOS Y LOS IDEALES SOCIALISTAS Y LA OPCIÓN PREFERENCIAL 
POR LOS POBRES ,  que el párrafo cuarto de dicho art ícu lo , dec lara : “ LOS IDEALES SOCIALISTAS 
PROMUEVEN EL BIEN COMÚN POR ENCIMA DEL EGOÍSMO INDIVIDUAL, BUSCANDO 
LA CONSTRUCCIÓN DE UNA SOCIEDAD CADA VEZ MÁS INCLUSIVA, JUSTA Y 
EQUITATIVA, IMPULSANDO LA DEMOCRACIA ECONÓMICA QUE REDISTRIBUYA LA 
RIQUEZA NACIONAL Y ERRADIQUE LA EXPLOTACIÓN ENTRE LOS SERES HUMANOS” .  
(Negr i l la ,  subrayado y mayúscu la de la suscr i ta) .  III .-   DE LA VERDAD MATERIAL QUE CONSTA 
EN AUTOS: En relac ión a este apartado, en pr incipio quiero dejar sentado que de acuerdo a mi 
cr i ter io la tes is  de mayor ía respecto a que es l íc i to pactar de “mutuo acuerdo” una reducc ión salar ia l ,  
en s í  misma es improcedente, por les ionar los derechos de los trabajadores por las razones ya 
exp l icadas ,  por ende, aún y cuando se aportara un documento suscr i to por  e l trabajador , éste 
adolecer ía de l v ic io en su consent imiento y  no ser ía vál ido; s in embarg o, cons idero de mucha 
importancia hacer referenc ia que en e l presente caso ni s iqu iera la reducc ión salar ia l se pactó de 
“mutuo acuerdo”, al haber quedado demostrado que el trabajador nunca estuvo de acuerdo con dicha 
reducc ión salar ia l ,  por las razones que a cont inuación exp l ico : Dentro de los pr incipios que inspiran 
el Código del Trabajo, encontramos el pr inc ip io VI C.T. ,  que dispone: “ Las presentes disposiciones 
son concretas, objetivas y REGULAN LAS RELACIONES LABORALES EN SU REALIDAD 
ECONÓMICA Y SOCIAL .” (Mayúscu la y subrayado de l Tr ibunal) ,  lo  que impl ica el COMPROMISO 
DE LA AUTORIDAD JUDICIAL EN LA BÚSQUEDA DE LA VERDAD MATERIAL. Part iendo de dicho 
compromiso y anal izando las pruebas que constan en autos , no puedo pasar por desapercibido e l  
haber quedado demostrado que el actor NUNCA ESTUVO DE ACUERDO  con la reducc ión salar ia l ,  
lo que consta en la documental v is ib le a fo l io 79 del expediente , cons is tente en memorándum dir ig ido 
por el señor SO (demandante) a l señor RBl (representante del empleador) ,  e l  cua l textua lmente , se 
lee: “He revisado mi crédito a mi cuenta BAC del viernes 13 de los corrientes, y el  recibo 
de nómina enviado por RRH, verif iqué que se depositó el monto por el sueldo básico 
establecido, pero sólo hizo un depósito parcial por comision es que NO CORRESPONDE 
AL TOTAL REPORTADO. Te solicito instruir a contabilidad que proceda a cancelar lo 
pendiente y se complete EL PAGO DE MI SUELDO CONFORME LO QUE ACORDAMOS Y 
AUTORIZASTE DESDE HACE 15 AÑOS. NO ESTOY DE ACUERDO CON LO QUE ESTÁ 
OCURRIENDO…”  (mayúscu la y subrayado de la suscr i ta) ,  lo que se corrobora con las prueba 




test i f ical  rendida por el mismís imo señor RB, quien ostentaba para e l año 2012 el cargo de 
v icepres idente de l área de serv ic io de la empresa demandada, qu ien a pregunta de la Juez : ¿Para 
que diga el testigo que en diferentes ocasiones el señor o le comunicó la inconformidad 
con su modalidad salarial ? éste fue categór ico en contestar :  “POR SUPUESTO QUE NO 
ESTABA CONTENTO PERO AL FINAL HIZO UNA PROPUESTA Y FUE ACEPTADA POR EL 
MISMO”  (negr i l la ,  mayúscula de la suscr i ta, ver reverso de l fo l io 186 del expediente) .  Es dec ir ,  de 
una va lorac ión en con junto de las  pruebas antes refer idas ,  fáci lmente se puede determinar  que e l  
actor nunca estuvo de acuerdo con la re ducc ión salar ia l ,  y  que la opc ión de f irmar un documento y 
“aceptar” la v io lación a sus derechos laborales ,  obedeció a l temor fundado de perder  su empleo , 
reaf irmándose pues , a cabal idad, mi tes is  referente a que el trabajador se encontraba en un estado 
de neces idad, por ser la parte déb i l  de la relac ión labora l ,  que le produce un v ic io en su consent imiento ,  
por la int imidación que sufre al ser colocado en una disyunt iva , la de escoger entre quedar en el 
desempleo -s i  se opone y rec lama a la propuesta del  empleador - o terminar por conven ir  
supuestamente de “mutuo acuerdo” una rebaja en su salar io ,  enmarcándose su s i tuac ión en lo 
dispuesto art .  2468 del  Código C iv i l  de Nicaragua, que estab lece : “ …Hay violencia cuando para 
arrancar el consentimiento se emplea una fuerza irresistible. Hay intimidación cuando se 
inspira a uno de los contratantes el temor racional y fundado de sufrir un mal inminente 
y grave en su persona o bienes o en la persona y bienes de los individuos designados en el 
artículo 2464…” .  Lo anter ior s ignif i ca que la propuesta del empleador no solo atenta contra la 
integr idad del t rabajador , s ino también con la de su famil ia ,  la cual es e l núc leo fundamental de la 
sociedad y merece espec ia l protecc ión (art .  70 Cn) . Conv iene pues , que nos preguntem os : ¿Qué 
trabajador en su sano ju ic io ,  de su l ibre y espontánea voluntad, va a aceptar una propuesta elaborada 
por el empleador , s i  la misma vulnera su única y pr inc ipa l fuente de ingresos? Respuesta: Obviamente 
que ninguno, dado que nadie en su sano ju ic i o va a atentar contra su bienestar  y e l de su famil ia .  Por  
últ imo, aún y cuando no es el caso, por cuanto en Nicaragua no ex iste norma que autor ice que por 
“mutuo acuerdo” se pueda acordar una disminuc ión salar ia l en per juic io de los derechos de l trabajado r ;  
suponiendo que dicha norma ex ist iera –que recalco, no ex iste - es vál ido traer a co lación lo d icho por  
el destacado jur is ta Eduardo J. Couture ,  en su cé lebre DECÁLOGO O MANDAMIENTOS DEL 
ABOGADO :  “Tú deber es luchar por el derecho; pero el día en que encu entres en conflicto 
el derecho con la justicia, lucha por la justicia”. Por todo el conjunto de razones antes  
expuestas , Pr inc ip ios Fundamentales de l Derecho Labora l ,  Doctr ina Cient í f ica, leg is lac ión nac ional  
c i tada, hechos y pruebas que constan en autos ,  a mi cr i ter io debía dec lararse con lugar el recurso de 
apelación, revocando la sentencia de pr imera instancia y ordenando los pagos rec lamados por el  
trabajador , por ser lo más acorde a derecho y just ic ia labora l .  Managua, seis  de agosto del año dos 
mi l ca torce” . Disent imiento . “Dis iente la suscr i ta Magistrada de l Tr ibunal Doctora MARIBEL MENA 
MALDONADO de las cons ideraciones y resoluc iones de mayor ía , porque cons idero que de l expediente 
se puede constatar que se hic ieron cambios sustanc ia les en la relac ión  labora l de l actor ,  cambios que 
modif ican lo pactado en el contrato laboral ,  con los cua les no estuvo de acuerdo e l trabajador .  Puede 
notarse que en fol io  79 se encuentra Memorándum por parte de l actor al señor RB de fecha 16 de 
ju l io  2012 que dec ía “…No e stoy de acuerdo con lo que está ocurr iendo y menos con la comunicac ión 
del Dr. S del 13 de ju l io 2012. . .” La comunicación a la que el actor hace referencia es la que señala 
que con instrucc ión de la pres idencia ejecut iva informa  para su debida implementac i ón e l cambio de 
salar io .  Es notor io que tres días después que se comunicó la decis ión de cambio de sa lar io se encuentra 





test i f ical propuesta por  la parte demandada y en la pregunta número 6 ¿Tuvo conocimiento de algún 
rec lamo del  actor con la nueva modal idad? La respuesta a esa pregunta fue  “ que no estaba de 
acuerdo pero luego nunca supe de n ingún rec lamo verbal  ni escr i to”. ( f .  186); a la pregunta 11 ¿en 
diferentes ocas iones e l señor O le comunicó su inconformidad con la modal idad sa lar ia l?  la respuesta 
fue “Por supuesto no estaba contento pero al f ina l hizo una propuesta y fue aceptada por el  
mismo”. Las respuestas  anter iores me hacen conc lu ir  que no quedó demostrado en el proceso que la 
medida de cambio salar ia l obedeció al mutuo acuerdo, s ino más bien me hace presumir que los  
rec lamos por e l cambio de condic iones sa lar ia les fueron la causa del  despido .  Est imo conveniente 
citar a Lupo Hernández Rueda (doctor en Derecho,  y conocido profesor univers i tar io laboral is ta) qu ien 
ref iere en re lación al Poder de d irecc ión de l empleador : “Aunque el empleador está facultado para 
introducir  los cambios que sean necesar ios en las modal idades de la prestac ión, no es l í c i to el  abuso 
ni e l e jercic io irraciona l de esta facu ltad, n i e l la le permite a lterar las condic iones esencia les del 
contrato , ni causar per juic ios morales o mater iales a l trabajador . Y agrega: Como enseña Mart í nez 
Vivot la facu ltad de di rección de l empleador :  “debe ejercerse con la exc lus ión de toda vo luntad 
arbitrar ia de l empleador y sus poderes , en cons iderac ión a la persona del trabajador , no debe infer ir le  
agrav ios mater ia les o mora les que les ionen su dignid ad. No deben,  tampoco, ocas ionar per ju ic io 
directo, concreto o potenc ia l a l prestador de los serv ic ios .  S in duda, se trata de l e jerc ic io del poder  
de mando, pero de un mando desprov is to de arb itrar iedad, que t iende a coordinar la labor común, con 
una producc ión dest inada a cumpl ir  los ob jet ivos de la empresa . (Pág. 407 Poder  de d irecc ió n de l  
empleador , capí tulo 23 en  INSTITUCIONES DE DERECHO DEL TRABAJO Y DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL).  S in duda el autor pone de manif iesto los l ímites a ese poder de d irecc ión 
del  empresar io .  E l fundamento para organizar  y ordenar las re laciones laborales es el  contrato de 
trabajo el  que se e jerce en el  inter ior  de l contrato y durante la e jecución del  contrato . Á lvarez de la 
Rosa en su obra “Derecho del  Trabajo” manif iesta que “el  p oder  de d irección es una facu ltad 
contractua l de l empresar io y su pr imer l ími te vendrá s in duda de los prop ios derechos contractua les  
del trabajador” . (p . 684).  En el caso en estud io s in duda lo pactado entre las partes mediante contrato 
debió cont inuar e jecutándose, puesto que fue un acuerdo de voluntades , e l que no puede ser 
modif icado en detr imento del trabajador . E l  poder de d irección del empleador se encuentra 
fundamentado en nuestra legis lación en e l Art .  18 CT l i tera l a) que señala como ob l igación d e l  
trabajador real izar e l trabajo en e l modo y t iempo convenido con e l empleador y el  Art .  17 CT l i tera l  
a) que señala pagar e l salar io por e l trabajo real izado en e l modo y t iempo convenido con e l trabajador . 
Estos dos art ícu los junto al art ícu lo 19 (que agrega expresamente e l e lemento de subord inac ión)  
fundamentan e l poder de dirección de l empleador sobre el trabajador . S in embargo no podemos dejar 
de un lado el Art .  31 CT que ref iere : “Por mutuo acuerdo el trabajador podrá ser tras ladado de una 
a otra p laza, de forma prov is iona l o def in it iva ,  s in que esto impl ique disminución de condiciones de 
trabajo , de sa lar io o de a lgún derecho labora l” es dec ir  no cabe la pos ib i l idad de disminuc ión de 
salar io ,  máxime que dentro de l expediente n i s iquiera ex iste el co nsent imiento . Otro l ímite se ve 
ref le jado en e l Art .  32 CT que ref iere“  En s i tuac iones de emergencia,  para ev itar la para l ización de 
las labores u otras consecuenc ias ,  as í como grave per ju ic io económico, podrá efectuarse t ras lado 
prov is iona l de l trabajador , s in que dicho tras lado pueda exceder de l per íodo de emergenc ia , impl icar 
per juic io salar ia l o cambio de la re lac ión laboral” .  Una vez más nuest ra legis lación laboral de ja c lara 
las medidas de protección a l sa lar io y condic iones laborales del trabajador .  Otro aspecto que debe 
valorarse es que la sentencia argumenta que es aceptab le e l cambio de salar io s iempre y cuando se 
cumpla e l salar io mín imo, este p lanteamiento no es legal pues atenta contra los derechos laborales 




adquir idos de los trabajadores , a qu ienes no se les puede desmejorar condiciones aunque se cumpla 
el requ is i to de l pago de l salar io mínimo. Cabe señalar que no podemos pasar por a lto los pr inc ipios 
fundamenta les laborales  I I I   “ Los benef ic ios sociales en favor de los  trabajadores conten idos en la 
legis lac ión labora l cons t i tuyen un mínimo de garant ías suscept ibles de ser  mejoradas mediante la 
relac ión de trabajo, los contratos de trabajo o los convenios co lect ivos” , es decir  s i  las partes pactaron 
mejores condic iones que las reguladas en la ley ,  en este caso un salar io mayor que el  mínimo lega l ,  
este acuerdo debe deben respetarse . ,  y  el pr inc ipio V  “El ordenamiento jur íd ico laboral l imita o 
restr inge e l pr inc ip io c iv i l is ta de la autonomía de la voluntad y en consecu enc ia , sus dispos ic iones son 
de r iguroso cumpl imiento”, en el caso en estud io el ordenamiento laboral dispone que el contrato es 
acuerdo de vo luntades y debe cumpl irse bajo los  términos pactados por lo que no cabe cambio alguno 
en detr imento de l trabajador . En ún ico caso donde podr ía modif icarse a lgunas condic iones de l contrato 
es que ex istan c láusulas nulas o por emergenc ia, pero nunca afectándose el salar io ,  como ocurr ió en 
el caso de autos . Por lo que concluyo ref ir iendo que e l poder de d irecc ión no es u n derecho absoluto 
s ino una facu ltad l imitada que puede e jerc itar el empleador s in detr imento de los derechos de l 
trabajador , ya que s i  b ien es cierto se permiten c iertos cambios razonables s in per ju ic io para el  
trabajador dentro de la relac ión labora l de ningún modo se puede modif icar sustanc ia lmente lo 
acordado,  pues esto a lterar ía el acuerdo mismo. Por todas estas razones d if iero de lo proyectado y  
cons idero hubo v io lación a derechos labora les del trabajador .” .  Cópiese, notif íquese y con 
test imonio de lo  resuelto, vuelvan los autos al juzgado de origen. O BRENES.- A. GARCÍA 
GARCÍA.- ANA MARÍA PEREIRA TERÁN.- MARIBEL MENA M.- LUIS MANUEL OSEJO PINEDA.-  
PM CASTELLÓN CH. SRIO .  Managua, quince de agosto del dos mil catorce.   
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